
'*'r, - I

AMERENA
ABOGADOS

LIC. EMMA VASQUEZ MARTINEZ.
AGENTE DEL MINISTERIO PUBLICO DE
FEDERACIÓN, TITULAR DE LA AGENC
DECIMA PRIMERA INVESTIGADORA DE LA I

UNIDAD ESPECIALIZADA EN IN\ESTIGACIÓN
DE DELITOS COMETIDOS POR SERVIDORES
PÚBLICoS Y CoNTRA LA A-DMINISTRACIÓN
DE JUSTrcrA, DE LA rrsc¿r.Ía GENERAL DE
LAREPUBLICA.

CARPETA DE INVESTIGACION : FED/SEIDFruNAI.CDM)VO

I, GEHiR,l,I. DE LP. REFÚBLIIA

,l .'i::,, ni '+ii fiflh f .1\
liid,:,t6¡ [i !i 1] ii i'l

\ - - ""' -..- (t(ñró017

il iJí,§ ',i
:SPECIALIZADA

Sln 4 ¡4, 

^o

LiTOS F;DERALES
! trAq¡95

ANDREA ROVIRA DEL RIO y EDUARDO AMERENA MIN\.IELLE,

defensores de los señores RAI'AEL y TEOPILO ZAGA TAWIL, comparecemos ante

Usted para exponer:

A partir del pasado martes doce de mayo de dos mil veinte en que

recibimos las últimas copias ügitales de los registros que integran esa carpeta de

investigación, esta defensa se ha dado a la tarea de anafizar los actos ministeriales

acordados, realizados y ordenados por esa Fiscalía General de la República desde el

veintiséis de febrero de dos mil vei¡te. Si bien esta ctrpeta de investigación se ha

venido clirigiendo sistemáticamente sobre premisas faLsas respecto a la cal'ificación

indispensable de Ios sujetos activos exigidos por el tipo; actuaciones sustentadas en

tipos penales suprimidos, ajenos a la denuncia y a la propia investigación; actos de

molestia a pesar de actualizarse un reenüo de norma penal en blanco; ma-la fe tanto

ministerial como del INFONAVIT; actuaciones ilegales que vergonzosamente rayan

en la oficia-Iización de una transacción ilegal que garantiza impunidad a los que pagan

y criminalizan a los que no Io hicieron; y sobretodo de un engaño al Presidente de Ia

República y a Ia Nación entera (nada más hay que ver la cronología de hechos

relacionada con Ia presentación de los cheques de caja por los señores EL-MANN

ARAZI para comprender a Io que nos referimos), la realidad es que fue a partir de esa

fecha en el mes de febrero que quedó claro que Ia misma abiertamente dejó de ser una

investigación ministerial conducida con un si¡fin de irrezularidades pero más o

menos dentro del marco de los artículos 16 y 21 de Ia Constitución General de la

República. para constituir una pesquisa francamente ileEal con eI objetivo de

violar eI derecho.fundamental de los hermanos ZAGA ThWIL a Ia proniedad privada.

pretenüendo el Estado hacerse. meüante presiones. de cantidades de ünero que
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forman parte de su patrimonio nersonal. Pesouisa no solo ilesal. sino pronia de un

Estado policiaco )¡ autárquico. Como en los hechos México lo es hoy.

CO NSIDERACIO NES' P REVIAS
i

I. LAS INVESTIGACIONES MINISTERIALES, PARA SER
CONSTITUCIONALES Y ALINEADAS CON EL DERECHO
INTERNACIONAL, DEBEN AJUSTARSE Y CIRCUNSCRIBIRSE AL
I/L{RGEN DELIMITADO POR LOS HECHOS NARRADOS EN LA
DENUNCTA DE HECHOS O QUERELLA QUE LES DA ORIGEN,
SEGÚN LO ESTABLECE EL ARTÍCULo 16 DE LA CoNSTITUCIÓN
POLÍTICA DELOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

En los Estados democráticos y constitucionales como somos, al menos en

la letra de la Ley, se ha reconocido que el ius puniendi constituye la intromisión más

grave del Estado en la vida privada de sus ciudadanos por comprometer su libertad

de manera contingente desde el instante en que inicia la investigación. Es por bllo,

que a diferencia de otros proceümientos administrativos o juüciales, el Droceso

nenal tiene base v relación directa con el texto constitucional. Esto no sólo

resulta aplicable para eI proceümiento ante sede jurisüccional, sino también para la

investigación que lo precede y que corre a cargo del Ministerio Público. Al respecto

resulta relevante citar eI texto del articulo 16, prilner y tercer párrafo ile la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos:

"Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona.
familia. domicilio. parreles o posesiones, sino en virtud de
mandamiento escrito de la autoridad competente. que
funde v motive la causa legal del orocedimiento. Iln los
juicios y proccclimientos scguiclos cn fbrma clc juicio en los que
se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede
constancia dc cllos en cualquier medio que dé certeza de su
contenido y clcl cumplimiento dc lo prcvrsto cn cste párrafo.
t...1

No nodrá librarse orden de aprehensión sino por la
autoridad iudicial v sin que preceda denuncia o querella
de un hecho que la lev señale como delito, sancionado con
pena privativa de liberl;arl y obren dat,os que esl.ablezcan que se
ha cometido ese hecho y tlue exista la probabilidad de que el
indiciado lo cometió o participó cn su comisión.
[... ]" @nf asis Anadido)

Como se advierte, la Constitución Generi de la República instituye la

denuncia y la querella como las únicas formas legales a partir de las cuales puede

iniciarse una investigación ministerial, Io que coloca a estos institutos como requisitos

de procedibilidad, es decir, como condiciones generales sin cuyo cumplimiento no

puede iniciarse una carpeta de investigación. EI artículo continúa estableciendo que

deben existir datos de prueba que establezcan que se ha cometido ese hecho, es decir,

eI previamente denunciado.



Al establecer Io anterior, el Constituyente prohibió y abclicó de pod.er

acudir a otras instituciones procesales que puüeran utilüarse para realizar

investigaciones en contra de ciudadanos, como Io son las pesqtLisas generales o

razías y la aueríguacíón oficiosa, como formas paralelas o a.Iternas deespeciales, las

investigación

autoritarios.

penalr y

Gobiernos

que son propias de Estados conservadores, opresores y

supresivas, que permitan

débiles requieren de instituciones penales opresivas y

encausar aI grupo social por la vía de la fuerza y no por Ia

vía de la razót y el Derecho.

Ante ta1 escenario, no puede sostenerse que la denuncia sea solo un

requisito constitucional exigido para el dictado de una orden de aprehensión, pues el

Juez no es la autoridad, ni la orden de aprehensión eI momento procesal adecuado ni

oportuno, para la satisfacción de tal conüción de procedibüdad, pues es en sede

ministerial y al inicio de la investigación cuando debe recabarse. Al respecto resulta

aplicable el criterio con rubro y texto sigrriente:

Época: Octava Época
Registro:225020
Insl,ancia: Tribunalcs Colcgiados de Circuito
Tipo de Tesis: Aislada
Fuenl,e: Semanario Juclicial de la Federación ^

Tomo VI, Segunda Parte-2, Julio-Dicicmbre de 1990

Materia(s): Penal
Tesis:
Página: 510

"DENUNCIA O QUERELLA, DEBEN CONSTAR EN LAS
ACTUACIONES DE A\,IERIGUACION PREVIA.
La denuncia, acusación o querella. ya sea que se presente
verbalmente o por escrito. debe constar en la
averiguación Drevia materia de la consignación que hace
el Ministerio Público al juez competente. Esto se explica en
razón de quc solamente ,le esta manera puccle cl iuzgador
cerciorarse nlenamente cle la cxistencia del referido retluisito así

como nara que el indiciado esté en lcondiciones de
defenderse; por l;anto, no basta para consirierar acrcclitado
éste, un informc de Ia policía ludicial en quc se mencione que en

virtud de una llamada iclcfónica hecha a un particular, éste
informó cle la existencia de la rlenuncia, acusación o querella quc

obra en cliversa averiguación, respecto de un dclito que la policia
judicial estaba investiganclo, si a drcho inlorme no se acompaña
topia certificada de la rcspectiva diligencia." (Énfasis Añadido)

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE], SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 310/88. Atrrcliano Cruz Arias. 20 clc

scptiembre de 1988. Unanimitlad rle votos. Ponente: ,Iaime
Manucl Marroquin Zaleta, Secretario: Othón Manuel Rios
Flores.

r Hernández Pliego, J. (2012). Denuncía, Deloai.ón. y Pesqu.r.s¿. en El derecho mcxicano contemporánco:

retos y dilemas (p. 2?5), Chihancingo, Guerrero: Fundación Acadámica Gucrrerense
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Es tan importante Ia existencia de Ia denuncia o querella como requisito
!

previo para el inicio de Ia investigación (indepenüentemente del sistema de justicia

penal del que se trate), que es necesario que exista un registro fisico de Ia misma que

motive el actuar ile la Autoridad Ministerial. Los hechos materia de la denuncia

son aquellos sobre los que habrá de versar la defensa del imputado y no

otros. En caso de que ésta no exista, la investigación será ilegal y, por lo tanto, las

oruebas recabadas serán nulas. La materia penal es de litis cerrada. Para

corroborar lo anterior, sirva como muestra los artículos 289 y 295 del Cóügo Nacional

de Procedimientos Penales en los siguientes términos: 
.

"Artículo 289. Descubrimiento de un delito diverso
Si al practicarse un cabeo resultare el dcscubrimiento cle un
delito distinto del que lo haya mol;ivado, se form ará un
invenl,ario de aquello que se recojn relacionaclo con cl nuevo
del¡to, observándosc cn cste caso lo relal;ivo a la cadena de
custodia y se hará constar esta circunstancia en el rcgistro para
dar inicio a una nueva investiqación." (Énfasis Anacliclo)

"Artículo 295. Conocimiento de delito diverso
Si en la práctica de una intervención de comunicacioncs privadas
se tuviera conocimiento dc la comisión dc un delil,o rliverso de
aqucllos quc motivan la merlida, se harÉr constar esta
circunstancia e{r el re¡aistro nara dar ini
investi gación." (Enlasis Añadido)

Lo anterior implica que aún cuando exista una investiEación en

curso, de encontrarse con Ia existencia de un hecho constitutivo de delito üstinto aI

denunciado, Ia Autoridad Mi¡isterial tiene Ia obligación de asentar esta situación (a

cual hará las veces de una denuncia) y solo entonces se puede dar i¡ricio a una nueva

investigación. Es tan grave no hacerlo, que ejercitar acción penal sin este requisito

es constitutivo del delito contra la administración de justicia, previsto en el Cóügo

Penal Federal en los siguientes términos:

"Articulo 225.- Son delitos contra la aclministración de justicia,
cometirlos por servidores público,s los siguient.es:

IX. Ahsl,enerse injusl,ifica rlamenl,e cle ejercer la acción penal que
corresponda de una persona que se encucntrc cletcnida a su
disposición como imputado de a)gún delito, cuando csta sca
procedenl,e conforme a la Consl;itución y a las leyes de la
materia, en los c¿rsos en que Ja ley le.s imponga esa obligación; o

acusación o querellal' Anadido)

Ahora bien, además de Ios requisitos mínimos que deben observarse

previo al Iibramiento de una orden de aprehensión y que determinan la manera en Ia

que debe llevarse una investigación, eI artículo 16 de Ia Constitución Federal también

establece que cualquier acto de molestia emitido por una autoridad en relación con

ün ciudadano debe de constar por escrito y estar debidamente fundado y motivado.



Esto es, una vez presentada la denuncia de hechos o la querella, el

Agente del Ministerio Público únicamente puede realizar actos de investigación que

se relacionen con la misma y que sigan una secuencia necesaria, idónea, adecuada y

pertindnte para resolver el fondo del asunto, todo en'estricto apego a Ios derechos

fundamentales convencional y constitucionalmente reconocidos. Así lo precisan los

artículos 212,213,216 y 26L del Cóügo Nacional de Proceümientos Penales:

"Articulo 212. Deber de investigación penal
Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento de la
existencia de un hecho que la ley señale como delito.
dirigirá la investigación r¡enal. sin que pueda suspender.
interrumpir o hacer cesar su curso, salvo en los casos
autorizados en la misma.

La investigación deberá rcalizarsc clc manera inmedial;a,
eficiente, exhausl.iva, profesional e imparcial, Iibre dc
estercotipos y drscnminación, orientada a explorar todas las
lineas de investigación posibles que permitan allegarse
de datos para el esclarecimiento del hecho que la lev
señala como delito, así como la idenl,ificación tle quien lo
comel,ió o participó en su comi-sión." (Énfasis Anaclido)

'Artículo 213. Objeto de la investigación
La investigación tiene nor obieto que el Ministerio
Público reúna indicios rrara el esclareeimiento de los
hechos yj en su caso, Ios datos de ¡rrueba para sustentar el
eiercicio de la acción pe.nal, la acu.sación contra el rmputado y la
rcparación dcl daño." (Enfasis Anadido)

'Artículo 216. Proposición de actos de investigación
Durante la invesl,igación, tanl.o el imputado cuando haya
comparecido o haya sido entrevistado, como su Def'ensor, así
como la víctima u ofendido, podrán solicitar al Ministerio
Público todos aquellos actos de investigación que
consideraren pertinentes y útiles para el esclarecimiento
de los hechos. El Ministerio Públ ico ordenará que se
lleven a cabo aquellos que sean conducentes. La solicitud
deberá resolverse en un plazo máximo de l;res dias siguient,es a
la fecha en que se hay:r formulado la petición al Ministerio
Pírblico." (Dnfhsis Anadido)

"Artículo 261, Datos de prueba, medios de prueba y
pruebas
El dato de prueba es la referencia al contenido rle un
determinado medio de convicción aún no ilesahogado ante el
Órgano juriscliccional, que se advierta idóneo y pertinente
para establecer razonablemente la existencia de un

La inte4rretación concatenada de los artículos anteriores, al amparo de

los principios establecidos en eI artículo 16 constitucional, establecen sin Iugar a

dudas, que los hechos materia de Ia denuncia o quere[a presentada al inicio de una
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investigación constituye el marco de actuación dá Ia autoridad ministerial. A partir

de su presentación todos los actos de investigación que se ordenen deben ser con el

objeto último de esclarecer los hechos denunciados, tipi-ficarlos correcta y

objetivamente, sin sesgos y enderezarlos contra qüén o quiénes resulten

responsables de los hechos denunciados, insistimos.

De ahí que, si bien Ia investigación inicial tiene como característica la

"informalidad', la misma no puede ser arbitraria, ni la exhaustiüdad ser entenüda

como omnipotencia en el actuar, sino que debe estar dirigida, a través d.e Iíneas de

investigación secuenciales e idóneas, a abordar eI problema planteado y a

esclarecer eI fondo de la En ese sentido resulta ilustrativa la tesis

aislada emitida con rubro y texto sig:uiente:

Época: Décima Época
Registro:2016166
Instancia: Tribunalcs Colcgiados dc Circuito
Tipo de Tesis: Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial dc la Federación
Libro 5I , Febrero de 20I 8, Tomo ITT

Mal,eria(s): Consl,itucional, Penal
Tcsis: I.6o.P.98 P (10a.)
Página: 1471

"MINISTERIO PÚBLICO. SI REALIZA CITACIONES Y
GIRA OFICIOS SIN CONTAR CON LÍNEAS DE
INVESTIGACIÓN PENE DETERMINAR EL OBJETO DE
Ésta, nr,r-o rMpr.rcA UNA ACTUACTóN DEFTcTENTE
EN DETRIMENTO DE LOS DERECHOS DE LA VÍCIIIIA
Y DE LA DEFENSA, VIOLATORIA DE LOS ARTÍCULOS
14, I6 Y 2I DE LA CONSTITUCIÓN T'EOCNRI,,
Cuando el Ministerio Público invesl,iga cle manera deficiente sin
allegarse de todos los elementos ncccsarios para intcgrar Ia
carpeta de investigación, es dable afirmar que no cumple con las
atribuciones que le imlronen los artículos 21 de la Constitución
Política dc los Estados Unidos Mexicanos, 212 y 213 del Cótligo
Nacional de Procedimientos Penalcs, tlc los quc sc aclvierte que
la representación social rlebe realizar una investigación
inmcdiata, cliciente. exhaustiv¿r, profesional e im¡atcial. lo tlue
imolica oue como rector y iefe de la nolicia. debe contar
con líneas de investigación que le nermitan abordar el
problema planteado y determinar r¡untualmente el obieto
de la investieación. De csta manera, con base en una noticia
criminal, el Minislerio Público determinará cuáles son los clatos
de prueba necesarios de acuerclo con su línca cle investigación;
por tanto, el solo hecho de realizar citaciones y girar oficios
implica una actuación deficiente rle la aul;oritlad ministcrial, cn
cletrimento dc los clerechos de la víctima y de la defensa,
violatoria de los articulos 14, 1.6 y 21, de la Con-stitución Federal."
(Énfasis Añadido)

SEXTO TRIBUNAI, COI,EGIADO EN MATETiIA PDNAL DEL
PRIMER ClItCUl'fO,

Amparo en revisión 158/2017. 17 de agosto dc 2017. Unanimidad
dc votos. Ponente: Maria Elena l,eguízamo Ferrer. Secretario:
.Tosé Vicente Diaz Vivalrlo.

I
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Esta tesis se publicó el viernes 02 de febrero de 2018 a las 10:04
horas en el Semanario Judicial dc la l'cdcración.

Existe una relación innegable entre la denuncia o querella, los datos de

pru'eba recabados por eI Ministerio Público, Ias líneas de investigación y la eventual

teoria del caso. En esta etapa, el Ministerio Público es una autorirlad de buena fe que

debe analizar Ia información de cargo y descargo de manera imparcial, autónoma y

acatando Io üspuesto por eI artículo 1o de Ia Constitución y Ios tratados

internacionales en materia de derechos fundamentales y principio pro personae, así

como eI Cóügo Nacional de Procedimientos Penales. La investigación debe ir
centrada a esclarecer Ios hechos puestos en su conocimiento a través de Ia twtitía

criminis. Nada menos, pero nada más.

A pesar de que los principios señalados deberían ser el principal rector

de toda investigación conducida por esa Fiscalía General de la República, 1o cierto es

que en eI presente caso, esa Autoridad Ministerial tergiversa su obligación "de

exhaustividad' y Ia transforma en facultad para indagar a üestra y siniestra,

reafizando actos de investigación que en nada se reLacionan con los hechos

denunciados y a través de los cua-Ies, sin fundar ni motivar, se ha ido entrometiendo

y ha ido violando, alterando y socavando la üda privada de nuestros defenüdos, sus

familias, así como de varias empresas con las que tienen relación e intereses

comercia-Ies contrarios a Ia familia EL-N,L{NN ARAZI. O la familia EL-MANN ARAZI

ha manipulado a la Fiscalía con información falsa para usarla en contra de los

hermanos ZAGA TAWIL, o los dos mil millones entregados por las personas

mencionadas incluyen perseguir a nuestros defenüdos para evitar que puedan

derivar sus derechos contra ellos ante las instituciones de justicia. Situación que se

conñrma con el acuerclo de veintiocho de mayo de dos mil veinte emitido en respuesta

a la últim a promoción presentada por nuestros representados.

Es ya clarísimo que Ia presente investrgación así como las carpetas de

investigación FED/SEIDFruEIDFF-CDM)U00004'7412020 y FED/SEIDFruEIDFF-

CDMX/0000473/2020 ilevadas en esa misma Subprocuraduría, tienen como objeto

perseguir a nuestros defenüdos por no ceder a presiones ilegales fuera del

proceümiento y que consisten en no haberle entregado al Gobierno Federal sin juicio

previo y a través de la Fiscalía General de Ia República, Ia cantidad de

$4,800,000,000.00 (cuatro mil ochocientos millones de pesos 00/100 M.N.) que forma

parte de un patrimonio obtenido lícitamente y sin que haya sido efecto de los hechos

denunciados, sino de Ia decisión unilateral del INFONAVIT ile dar marcha atrás a

un gran proyecto de negocio. Para corroborar Io anterior se realizan Ias siguientes:
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MANIFESTACIONES

I. ACUTACIONESMINISTERIALESILÍCITAS

Si bien las presiones descritas han sido notables desde finales del año

pasado, fue especíñcamente a p artir del veintiséis de febrero de dos mil veinte que se

reforzó la sistemática irrtromi.sión de esa Autoridad Investigadora en la vida privada

de nuestros representados, tal como se advierte de las actuaciones siguientes:

A. 26 de febrero de 2020.

El veintiséis de febrero de dos mil veinte, esa Autoridad Ministerial

realizó Ios siguientes actos de investigación:

1) Acordó haber recibido por parté del INSTITUTO DEL FONDO

NACIONAI DE LA \'I\TENDA PARA LOS TRABAJADORES (CI

"INFONAVIT") nueve anexos y crnco cajas que contienen "üversa

información solicitada en el oficio número A-X1-02612020", la cual

seria "organizada. analizada y agregada a la carpeta de

investigación". Es decir, a partir de esa fecha la información recibida

seria primero organizada; después de organizada, analüada;

después de ana[zada, agregada y sería hasta ese momento donde la

Fiscalía estaúa en posibüdad de acordar Io que proceüera. Siendo

que Io que procede desde el día uno es eI archivo del asunto por no

involucrar servidores públicos, pero se hace el ejercicio de correr el

escenario respecto a la recepción irara efectos de argrrmentación.

2) Recibió, no una, sino dos promociones de Ia suscrita a través de las

cuales: i) solicitó fueran citados üversos ejecutivos del INFONA\TT

para estar en posibilidades de ser entrevistados2; y ü) se argumentó

Ia atipicidad de las conductas denunciadas en virtud de que el

elemento normativo indebicl,o remite a lineamientos que no son

formal ni materialmente legislativos. Fenómeno que constituye un

reenvío de norma penal en blanco y que viola eI principio de reserva

de Ley.

2 Es¡Iecíficamente Ios scñores EUGENIO GARCÍA PAIACIOS, GUILLERN{O I.IDRNÁNDEZ
SANTO\EÑA, JUAN FERNANDO ABUSAID QUINARD. O\,IAR CEDILI-O VILLA\-ICENCIO,
JOSÉ OCTA\¡IO TINAJERO ZBNIT,, I,UIS R()I]O],FO ¡\RGÜBL],I'S RAtsELL V JUAN CRTSTOBAI
GII, RAXIÍREZ,
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3) A pesar de ello, se üo eI tiempo de citar al se¡or TEÓFILO ZAGA

- TAWIL para que compareciera en la carpeta de investigación en

calidad de testiso el dos de marzo de dos mil veinte. Esto sin haber

valorado nuestras promociones y siendo humanamente imposible

decidir citarlo después de supuestamente haber analizado Ia últim a

información recibida. Fue un acto de i¡timidación.

4) Se envió el oficio A-XI-029-2020 al tituiar de Ia Policía Federal

Ministerial para que con carácter urgente designara elementos de

la Policía Federal Mrnisterial a su cargo para que el día veintiocho

de febrero de dos mil veinte, a las diez horas intervinieran en "un

acto de investigación que resulta i.mpresci,ndi.ble" .

Aquí vale la pena resaltar que tanto el citatorio diigrdo al señor

TEÓFILO ZAGA TAWIL, como el oficio enviado al titular de Ia Policía Federal

Ministerial coinciden en cuanto a que ni uno de los dos está motivado ni

fundamentado y, por lo que hace al segundo oficio, ni siquiera señala en qué

consistüia el acto de investigación requerido por parte de la policía ministerial y que

habría de celebrarse dos ilías después. La secrecía policiaca como acto de intimidación

y de violencia judicial.

En el mismo sentido, en las copias con las que contamos, tampoco eúste

un acta de fecha veintiocho de febrero de dos mil veinte para conocer qué suceüó

aquel üa y si, en todo caso, elementos de Ia policía ministeria-l acudieron a

comparecer. Todo secreto y por Io tanto, todo ilegal y al margen de la Constitución y

la ley.

B. 2 de marzo de 2020.

A pesar de que eI veintiocho de febrero los señores TEÓFILO y RAIAEL

ZAGA'TAWIL presentaron promociones anunciando, el primero, que deseaba

acogerse a su derecho fundamental a no declarar en razón del parentesco

consanguíneo que tiene con RAI'EL ZAGA TAWIL, como el que 1o une por añnidad

en púmer grado con la familia EL-MANN ARAZI y que por lo tanto no asistiúa a la

cita señalada para el dos de marzo y, eI segundo, requiriendo una respuesta fundada

y motivada para ententler exactamente las razones que habían llevado a la Fiscalía

General de Ia Repúbtica a citar a su hermanos; el dos de marzo de dos m veinte la

3 Promociones qrre fueron rcmitidas a esa Unitlad Es¡recializacla en lnvestigación ese mismo día según

consta en la bole ta con folio número UEIDCSPCAJ,^/U/ I 12012020.
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Agencia Investigadora levantó una constancia de inasistencia en la que asentó que el

senor TEÓFILO ZAGA TAWIL no se había presentado.

Pero las arbitrariedades no se limitaron a realizar actos notonamente

parciales en los que se fundamenta y motiva únicamente aquellas actuaciones que

parecen beneficiar a la autoridacl y jamás aquellas que favorecen a nuestros

defenüdos. Veamos.

El mismo dos de marzo de dos mil veinte, mediante ofrcio A-XI-030-2020,

el Agente del Ministerio Público de la Federación solicitó al Servicio de

Administración Tributaria (ei "SAT") un cúmulo de información de carácter fiscal

respecto de los señores RAI'AEL y tnÓfff,O ZAGA TAWIL, así como a Ia empresa

TELRA REALTY, S.A.P.I. de C.V. Solicitud oue desde este momento se denuncia

como ücita v. por lo mismo. nula. Lo anterior, por haberse realizado en franca

conlravención a los siguientes principios y clelechos:

r) Al limite establecido por Ia denuncia de hechos en cuanto a-l objeto

de investigación; v

Al principio de reserva y secreto frscal.

Al inicio de la presente promoción se abordó la importancia de que la

investigación realizacla por el agente del Ministerio Público deba sujetarse aI marco

fáctico establecido en la tntitia críminis. En este caso, la denuncia de hechos

presentada eI diecisiete de enero de dos mil üeciocho estableció que 1a'conducta ilícita

consistió en que "a través de diversos serr¡idores públicosa (el INFONAVIT) autorizó

la firma de contratos con la persona moral TELRA REALTY. SA.P.I. de C.V.

representada por eI Sr. Rafael Zaga Tawil, también referida como promotora y que

tenía como finalidad Ia creación de üversos fideicomisos en los que una empresa

privada se encargaria de realizar funciones que por ley le corresponden (aI

INFONAVIT)',5.

Como ha sido sostenido a Io Iargo de Ia presente indagatoria, eI delito

denunciado es de comisión exclusiva por servidores públicos y además es de resultado

formal. no material y por ello no conlleva como pena r¡otencial la reparación

del daño. En ese sentido, no hay razón algrrna que justifique que esa Representación

Social esté indagando en las declaraciones frscales de nuestros representados ni de Ia

persona moral TELRA REAITY, S.A.P.L de C.V., por lo que la solicitud en

a Hoy sabemos que los ejecutivos del INEONA\¡TT no son scrvidores pÍrblicos.
5 Sintesis obtenida en Ia comparcccncia dc ratificación del rc¡»esentante legal del INFONTWIT cl 8 dc
fcbrcro dc 2018.

ii)
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cuestión constituyó un abuso de su§ facultades investigadoras, violatorio de

Ios artículos 16, 20 y 21 constitucionales.

En el caso del señor TEÓFILO ZAGA TAWIL la situación es de

escándalo, porque la solicitud realizada al Serücio de Administración Tributana se

emitió cuando a éste se le atribuía el carácter de testigo. En ese momento e rncluso

días después6, el Agente del Ministerio Público sostenía que nuestro hoy defenrlido

era ajeno a los hechos y no se le atribuía conducta concreta algunaT. En tal ,,.irtud,

solicitar su información fiscal constituve un acto de molestia que no estaba fundado

ni motivado, ni seguía una línea de investigación específica, demostrando, una vez

más, que esto obedece a una persecución personal y no a un intento imparcial y

objetivo de esclarecer los hechos denunciados.

Además de ello, esa Autoridad Ministerial requirió la información fiscal

de nuestros defenüdos contraviniendo el principio de reserva y secreto fiscal previsto

por el artículo 69 de la Constitución General de la República, eI cual establece lo

siguiente:

'Artículo 69. El personal oficial que intervenga en los
diversos trámites relativos a la anlicación de las
disposiciones tributarias estará obligado a guardar
absoluta reserva en lo concerniente a las declaraciones v
datos suministrados r¡or los contribuventes o por
terceros con ellos relacionados. asi como los obtenidos en
el eiercicio de las facultades de comprobación. Dicha
reserva no comprcnclcrá los casos que scñalen las lcycs fiscales
v aquellos en oue deban suministrarse datos a los funcionarios
cncargados de la administración y de la defensa ile los intereses
fiscales federales, a las autoridades judiciales en procesos
del orden penal o a los Tribunales competentes que conozcan
de pensiones alimenticias o en el supuesto previst.o en el artículo
63 rb este Código. Dicha rcserva tampoco comprcnclcrá Ia
información relativa a los créclitos fiscales firmes de los
conl,ribuyent,es, que las autoridacles fiscales proporcioncn a las
sociedades de información creditici¿r que obtengan autorización
de la Secrel;aria de Hacienda y Cródito Pírblico dc conlbrmidad
con la Ley para Regular las Sociedades de lnformación
Crcditicia, ni la que se proporcione ¡rar:r efectos de la notificación
por terceros a que se reficre cl írltimo párralb clel artículo 134 de
este Código, ni la que se proporcionc a un contribuycnte para
verificar la información contcnicla cn los coml:robantes fiscales
digitales por Internct quc se prctenda rleducir o acrerlitar,
expedidos a su nombre en los términos clc este orclenamicnto.

t .l

Aclcmás de los supuestos previstos en el párrafo segunrlo,
l,ampoco será aplicablc la rcscrva a qlle se refiere este precepto,
cuando se tral,e de investigacioncs sobrc contluctas previstas en

6 TEÓFILO ZAGA TAWIL rccibió el segundo citatorio como testigo hasta el docc tle marzo dc clos

vcinte.
7 De hecho, ni aI dia de hoy se conoce cuál cs la contlucta qtre se le atribuye.

mil
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los articulos 139, 139 Quáter, y 148 Bis dcl Código Penal
Federal." (Énfasis Anarlirto)

La üsposición normativa establece como regla general, que las

declaraciones y los datos sumi¡istrados por los contribuyentes o por terceros, asi como

la información obtenida a través de Ias facultades de comprobación tiene el carácter

de reservadas y que solo existen determinados supuestos en los que dicha

información puede ser revelada. Específicamente en materia penal, la información

podrá ser proporcionada: i) no en todos los casos de carácter penal, sino en aquellos

en que deban (que sean conducentes, necesarios e indisnensables) compartirse con la

autoridad juücial en materia penal (es decir, a-l Juez cle Control); ü) a la Autoridad

Ministerial cuando sus investigaciones se relacionen con los delitos de terrorismo o

financiamiento a.I terrorismo; y iji) al Ministerio Público cuando exponga razones

suficientes para justificar ante eI SAT la necesidad de que deban de remitir dicha

información (esto es necesario para que el SAT a su vez pueda realizar una prueba de

daño). EI deber no se impone por ni para Ias autoridades, nace de Ia naturaleza de

los hechos denunciados. En este caso, se solicitaron para crear artificial e ilegalmente

una investigación derivada de las solicitudes üarias que hicimos como defensa para

que se determinara Ia investigación. Solicitud que implicó una seria complicación

para esa Fiscalía General por haber entregado en custoüa los fondos proporcionados

por los señores EL-MANN ARAZI a Ia autoridad encargada de administrar los bienes

asegrrados, el nombre actual de ese Instituto vulnera de entrada el principio de

presunción de inocencia en su faceta de regla de trato y eso también es parte del

problema.

En el caso concreto, se i¡siste, los hechos materia de la denuncia

presentada en enero de dos mil dieciocho claramente Iimitan y circunscriben Ia

actuación de la autoridad a investigar si Ios contratos entre TELRA REALTY, S.A.P.I.

de C.V. t¡ eI INFONAVIT fueron celebrados orimero. por serüdores públicos. v

segundo si esos servidores públicos actuaron de manera d¿bid¿ o i¿debid¿. Con ese

método. Con esa transparencia. Con esa mesura. Con esa imparciaüdad.

Bajo tal marco de acción es ewrdente que cualquiera que sea el delito que

la Autoridad Ministerial considere que podría actualizarse, eI mismo no constituye

un tipo penal de aquellos que debiera ameritar el vulnerar el secreto frscal en perjuicio

de particulares. De ahí, que aI no haber motivado las razones por las que eI SAT tenía

eI deber de proporcionar ücha información, para su obtención era.necesario acudir,

como mínimo, ante un Juez de Control de Garantías. Por eso se ha pedido en

diversa promoción. se precise por escrito v de manera clara. expresa v

8 La Ley Federal de Transparcncia y Acceso a Ia lnformación Pública va incluso más allá y cataloga al
secreto fisc¿¡l como información confidencial.
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exhaustiva. los hechos cuya comisión se atribuye a los señores RAFAEL y

TEOFILO ZAGATAWIL.

Al no haber respetarlo los procesos previstos por la legislación aplicable,

la información que eventualmente,fue remitida por el SAT el ocho de abril de dos mil

veinte es nula e i¡convalidable, por ilícita; y por Io tanto, Ia misma no podrá ser

valorada en ningún momento del proceümiento: ni por esa Fiscalía General de Ia

República, ni por la Procuraduria Fiscale, ni por eI Poder Juücial de Ia Federación en

caso de que llegue a tomar conocimiento de eIIa. Resr¡ecto de este punto.

solicitamos un acuerdo expreso que nos de certeza para. de ser el caso.

impuqnarlo v así noder exrroner nuestra posición ante la autoridad iudicial.
Asi lo establece eI artículo 20, apartado "A', fracción IX de Ia Constitución General

de la República, así como los artículos 263 y 264 del Cóügo Nacional de

Proceümientos Penales:

Constit,ución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

"Articulo 20. Dl proceso penal scrá acusatorio y oral. Sc rcgirá
por los principios cle publicitlarl, contradicción, concentración,
continuidad c inmcdiación.
A. De los principios generales:

t.l
IX. Cualquier rrrueba obtenida con violación de derechos
fundamentales será nula, y
[... ]" (Énfasis Anar.ticlo)

Código Nacional dc Procedimicntos Penales

'Artículo 263. Licitud probatoria
Los datos y las pruebas debqrán ser obtenidos.
producidos v rerrroducidos licitamente y cleberán ser
admitidos y clesahogados cn cl proceso en los términos que

establece cstc Códiso." (Enfasis Añadido)

'Artículo 264. Nulidad de la prueba
Se considera prueba ilícita cualquier dato o prueba
obtenidos con violación de los derechos fundamentales.
lo que será motivo de exclusión o nulidad,

Las partes harán valer la nulidad del medio de prueba en
cualquier etapa del proceso y el iuez o Tribunal clcborá
pronunciarse al respecto." (IInfasis Ariadido)

Si bien eI artículo 264 del Cóügo Nacional de Proceümientos Penales deja a Ia

autoridad judicial la prerrogativa de pronunciarse al respecto, Io cierto es que Usted

se encuentra compelida de manera obligatoria a preservar y tutelar Ia observancia y

protección de los derechos fundamentales de los imputados y personas relacionadas

e Como se intentó hacer a través clel oficio remitido al Dircctor General de Delitos Fiscales de la
Srrb¡rrocuraduría Fiscal Federal de Investigacioncs ct 8 de mayo de 2020.
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al, procedimiento en términos del artículo 1' de Ia Constitución, y por ello, con

fundamento en el artículo 8o Constitucional le solicitamos decrete la nulidad de la

información fiscal que le fuera remitida por el SAT.

Regresando a la cronologia, ese mismo üa, la Fiscalía General de la

República emitió un acuerdo ministerial a través del cual acordó favorablemente,

aunque solamente en la letra, los datos de prueba ofrecidos por esta defensa y acordó

solicitar at INFONAVIT Ias ürecciones y teléfonos de los señores EUGENIO GARCÍA

PALACIOS, GUILLERMO HERNÁNDEZ SANTO\DÑA, ruAN FERNANDO

ABUSAID QTNNARD, ONL{R CEDILLO VILLAVICENCIO, JOSÉ OCTAVIO

TINAJERO ZENIL, LUIS RODOLFO ARGÜELLES RABELL Y JUAN CRISTOBAI

GIL RAMÍREZ. Entrevistas que consideramos necesalias para que üchos

coimputados puedan ejercer su propia defensa aduciendo que no tenían la calidad rle

servidores públicos y que actuaron conforme a derecho. EI prerrequisito para buscar

sancionar a particulares respecto de delitos de servidores públicos es calificar y

tipificar como delito la conducta de estos úItimos.

A pesar de ello, con fecha üez de marzo de dos mil vei¡te, eI Agente del

Ministerio Público de la Federación emitió el oficio A-IX-032/2020 en eI que requirió

al INFONAVIT enviara los expedientes laborales de los señores EUGENIO GARCÍA

PAIACIOS, GUILLERMO HERNÁNDEZ SANTO\EÑA, JUAN FERNANDO

ABUSAID QUINARD y OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO, notoriamente

excluyendo a los señores JOSÉ OCTAVIO TINAJERO ZENIL, Ltlls RODOLFO

ARGÜELLES RABELL y JUAN CRISTOBAL GIL RAMÍREZ, que tienen el carácter

de coimputados en la carpeta y cuya entrevista se consideraría ineludible al.haber

sido ellos quienes suscribieron los contratos con TELRA REAITY, S.A.P.I. de C.V. en

los años dos mil catorce, quince y dieciséis y que aI üa de hoy Usted les ha privado

de su derecho de defensa sin que sepan que se les tiene abierta una investigación

ilegal en su contra. Los

resistiendo las presiones

señores ZAGA TAWIL son las únicas personas

ejerciendo y hemos venido

ilegales que sobre sus personas se ha venido

defendiendo solos el presente asunto.

iCómo puede llegarse al extremo de solicitar información fiscal

de particulares, cuando ni siquiera se ha citado a aquellos que en teoría son

los imputados denunciados? Porque de ellos no se espera recuperar

cantidades millonarias de dinero.

¿Por qué se pidió información fiscal y no bancaria de los señores

ZAGA TAWIL? Porque Ia información frscal no se encuentra comprend.ida en la

iurisprudencia que obliea a solicitarla vía control judicial. y exponer este asunto ante
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un iuez v ante la oninión lrública es algo que iuega en contra de los i¡rtereses de Ia

Fiscalia. Las persecuciones para que prosperen deben ser cultivadas en secreto. Tal

v como Io han venido haciendo.

Se ha repetido hasta eI cansancio que los ejecutivos del INFONAVIT no

son servidores públicos y que, por 1o tanto, Ia conducta que se investiga es atípica al

no satisfacer eI sujeto actño calificado requerirlo por el tipo penal. Esta afirrnación

solo se ha visto reforzada nor los últimos reqistros de investigación en los

que. por eiemplo. se advierte que los expedientes laborales de los eiecutivos

del INFONAVIT están sustentados en la legislación aplicable a las personas

que son contratadas baio Ia legislación secundaria del articulo 123.

ar¡artado "4" de la Constitución General de la Renública y que es aplicable
para particulares. no nara servidores núblicos. Por ello también la
Secretaría de la Función Pública es que no es competente y no tiene
procedimiento de responsabilidad alguno por este asunto. Y el proceümiento

que existe al interior del INFONA\IIT fue iniciado justamente por miembros del

Instituto días antes de Ia reunión entre el Fiscal Genera,l y el señor RAI'AEL ZAGA

TAWIL en octubre de dos mil üecinueve. La coaligación de servidores púbLicos para

i¡tentar en un esfuerzo común de pnvar a nuestros defenüdos de su derecho

fundamental a Ia propiedad privada está documentada y es escandalosa. Sin

embargo, es patente que Ia Autoridad Ministerial Federal al simular admitir, por un

Iado, Ia realización de las entrevistas solicitadas y, por el otro, evitar recabar

i¡formación para posteriormente eluür citar a las tres personas que podrían

esclarecer de una vez por todas los hechos denunciados, tiene como único objetivo

coaccionar a los señores RAFAEL y TEÓFILO ZAGA TAWIL. La estructura misma

de la carpeta hace imposible que un Ministerio Público medranamente responsable

quisiera Ilevar este asunto a tribunales en audiencias públicas y mediatizadas.

C. 10. 18 v 19 de marzo de 2020.

No conforme con solicitar información protegida y reservada de nuestros

defendidos y de la empresa TELRA REALTY, S.A.P.I. de C.V., con fecha üez de marzo

de dos mil veinte meüante oficio A-XI-03 412020 el Agente del Ministerio Público

solicitó a] TituIaT del CENTRO NACIONAL DE PLANEACIÓN ANÁUSIS E

INFORMACIÓN PARA EL COMBATE A LA DELINCUENCIA (CENAPI) qUE CON

carácter de extraurgen.fe remitieran información registral de las siguientes

personas: r) TELRA REALTY, S.A.P.I. de C.V.; ü) ZATYS, S.A. de C.V.; 3) EAIS

GROUP, S.A.P.I. de C.V.; y rv) GRUPO INMOBILIARIO TELRA, S.A.P.I. de C.V.

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo
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Extraurgente, no es un término previsto en la Ley, ni tratándose de asuntos

con detenido. Puede haber oficios que merezcan un trámite urgente, y en su caso un

recordatorio. Pero uno de los más importantes cambios de paradigma del

sistema tradicional al acusatorio es la sustitución del carácter de indiciado

a imputado. El primero era un'obieto de inve§tigación v ahora el imrrutado

es un suieto de derechos. Ordenar investigar con carácter de erfrou.rgen.fe

a una persona viola todo princinio del sistema acusatorio adversarial. Por

más autónoma que se crea Ia Fiscalía, no tiene derecho a mandarse sola. Tiene que

respetar la Constitución, Ios tratados internacionales, el proceümiento, Ios derechos

fundamentales de las personas y las restricciones a que se encuentra sujeta.

De manera similar, con fecha üeciocho de marzo de dos mil veinte

meüante oficio A-XI-036/2020 el Agente del Ministerio Público solicitó a la Secretaría

de la Función Pública le informara "con carácter de rLrgente" si las mismas empresas

habían sido sancionadas por la Autoridad Administradora. Las personas mora.les en

esta situación también son titulares de derechos fundamentales en los mismos

términos que Ias personas ñsicas, al estar su información protegida por el secreto y

reserva flsca-I.

AI día siguiente, üecinueve de marzo de dos mil veinte, a través del oficio

A-XI-036/2020, la Fiscalía General de Ia República le solicitó aI Archivo General de

Notarias del Estado de México que remitiera copia certificada de los testimonios

notariales de las mismas personas juúdicas. Situación que fue replicada el treinta

de abril de dos mil veinte, cuando el Agente del Ministerio Público solicitó al Titular

del Instituto de la Función Registral en Naucalpan remitiera copia certficada del

testimonio notarial de la empresa EAIS GROUP, S.A.P.I. de C.V., así como aI Titular

del Instituto de Ia Función Registral en Tlalnepantla de Baz del resto de las personas

morales.

Al respecto, cabe señalar que, con excepción de TELRA REAITY,

S.A.P.I. de C.V., ninguna de las demás empresas se relaciona con los hechos

investigados y, por Io que hace a EAIS GROUP. S.A.P.L de C.V. el nombre ni

siquiera aparece en reEistros de investiqación anteriores. Es más, EAIS

GROUP, S.A.P.I. de C.V. se constituyó el veintiséis de febrero de dos mil
diecinueve. Años después de los hechos suouestamente constitutivos de

delito v más de un año después de que se presentara la denuncia de hechos.

Esta empresa está siendo utilizada como nretexto para presionar a nuestros

defendidos y. específicamente. para enviar a la policia de investieación a
prequntar a ciertos domicilios por el hiio de RAFAEL ZAGA TAWIL, iusto

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo
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en los dias en que fueron presionados con la iudicialización de los asuntos

fiscales.

Como puede verse, los actos or{giirados ahededor de üchas empresas son

demostraciones incontrovertibles de que. Ia Autoridad Ministerial está realizando

pesquisas ilegales con eI objeto de inciür en la voluntad de los imputados, prácticas

prohibidas exTresamente por el Cóügo Nacional de Procedimientos Penales y

respecto las cuales solicitamos se declare su ücitud v nulidad en los términos

e>muestos. quedando atentos al acuerdo corresponüente. Estos actos han

transgreüdos los límites legales de 1as investigaciones ministeriales y han generado

actos de molestia, angustia y zozobra que no se encuentran ni medianamente

fundados o motivados y que pueden someter a Ia Fiscalía a responsabilidades penales,

patrimoniales, de daños punitivos, politicos y reputacionales. Las respuestas

emitidas por parte de estos organismos, como por ejemplo, Ia de la Secretaría de Ia

Función Pública, en la que se estableció que no existía proceümiento administrativo

de sanción en contra de ning:una de las empresas solicitadasto, solo corroboran su

inconducencia. Es Dor ello que hemos solicitado se precise por escrito los

hechos concretos cuva comisión de le atribuve a nuestros defendidos.

Por si fuera poco y al tratarse de información que no se relaciona en

forma alguna con los registros de investigación que obraban hasta ese momento en Ia

carpeta de investigación es probable que los nombres de las emr¡resas hayan sido

obtenidos a través de entrevistas u otros actos de investigación que no están

siendo registrados. lo que únicamente fortalece el planteamiento de esta

defensa en el sentido de oue se está llevando a cabo una investigación

secreta. autoritaria e ilegal.

D. 11 de marzo de 2020,

En un acto que enrarece aún más Ia cronologia de los cheques de caja

presentados por los hermanos MAX y ANDRÉ EL-MANN ARAZI (y que fue relatada

punto por punto por nuestros defenüdos en la promoción presentada por correo

electrónico el üecinueve de mayo de dos mil veinte y de forma fisica el veintiuno de

mayo de dos mil vei¡te), el once de marzo de dos mil veinte, sin citatorio previo ni

promoción alguna, la Representación Social Federal recibió la entrevista del señor

MOUSSA EL-MANN ARAZI, un tercer hermano que jamás había sido mencionado

en la investigación pero al que, no obstante, la Agencia Investigadora le reconoció el

carácter de imputado.

to X{ediante oficio I 1.UAJ/157112020la Sccrciaría dc Ia Eunción Pública csiablcció quc al 19 dc marzo
de 2020 no existía procedimiento administrativo de sanción en contra de ninguna de las empresas
solicitadas.
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La persona en comento se pretenüó üncular a los recursos económrcos

entregados por sus hermanos para conseguir también un criterio de oportunidad. Se

desconoce qué hechos o delitos se Ie atribuyen, pues Ia Autoridad Ministerial ni

siquiera dejó constancia de haberle ,explicado, 
por qué se consideraba que era

imputado, pero parece que la familia EL-MANN ARAZI se está aprovechando de la

evidente parcialidad de Ia Fiscalia General para que toda la famüa pueda üsfrutar

de la protección grrbernamental e impunidad que esos dos mil millones de pesos

pudieron comprar. De hecho, el acuerdo reparatorio que nunca se firmó por parte del

INFONAVIT contempla una cláusula de impunidad para todo familiar de Ia familia

EL-MANN ARAZI, tanto consang-uíneo, como por añnidad. Seguramente sin que los

redactores se üeran cuenta de que ücho documento protegería incluso a TEÓFILO

ZAGATAWIL.

E. 12 de marzo de 2020.

Con fecha doce de marzo de dos mil veinte, eI Agente del Ministeno

Público de ia Federación volvió a citar al seRor TEÓFILO ZAGA TAWIL como testigo,

a pesar de que va estaba realizando actos de investigación en su contra. Una

flagrante deslealtad procesal que tenía como objetivo que el mismo acuüera sin

defensores a su cita para cambiarla la calidad a imputado una vez que se presentara

en las ofrcinas de esa Representación Social y así ejercer presiones ilegales en su

contra mientras se encontraba solo. Si eso se hüo con RAI'AEL ZAGA TAWIL en

presencia de dos defensores, qué comportamiento se puede esperar del personal

ministerial teniendo a solas a TEÓFILO ZAGA TAWIL.

A pesar de que meüante acuerdo de dos de marzo de dos mil veinte Ia

Autoridad Ministerial ya había reconocido que el señor TEÓff lO ZAGA TAWIL tenía

derecho a no declarar en razón del parentesco que tiene tanto con su hermano como

con los señores EL-MANN ARAZI y de que nuestro defendido presentó una nueva

promoción aludiendo que no asistiría a la cita en virtud de esta circunstancia, con

fecha trece de marzo de dos mil vei¡te nuevamente se volvió a levantar una

constancia en Ia que se señaló que nuestro hoy defendido no se habia presentado a la

cita.

Esta defensa no pasa desapercibido que este tipo de acuerdos de

inasistencia tienen la intención de asentar y acumular las supuestas faltas

injustificadas de nuestro defendido para que, en caso de que log::en juclicializar la

presente car?eta de investigación en su contra se busque privarlo de su libertad. Lo

anterior, a pesar de que en ambas ocasiones nuestro defendido presentó una

v

en



19

promoción justificando su falta y sin consiclerar que, mediante acuerdo de dos de

marzo de dos mil veinte Ia Fiscaüa General de la República le tuvo por reconocido su

derecho fundamental preüsto en eI artículo 361 del Cóügo Nacional de

Proceümientos Penales consistente en abstenerse de declarar en Ia investigación en

contra de sus familiares. Así trataron sus pares de Ia Fiscalía de Delitos Fiscales y

Financieros para obtener infructuosamente ordenes de aprehensión en contra de

nuestros defenüdos.

F. 24 de marzo de 2020.

Tan solo ocho días hábiles después de haber citado al se¡or TEÓFILO

ZAGA TAWIL como testigo, meüante acuerdo de veinticuatro de marzo de dos mil

veinte, el agente del Ministerio Público determinó que se Ie volvería a citar, aunque

esta vez en calidad de imrrutado por las siguientes razones: i) porque así lo

habia solicitado el señor TEÓFILO meüante promoción presentada el veintiocho de

febrero de dos mil veinte; y ü) "porque de los datos de prueba que obran en Ia

indagatoria se desprende que es accionista de TELRA REALTY, S.A.P.L".

Los razonamientos usados por Ia Autor{dad Ministerial para motivar la

modificación de la calidad de nuestro defendido de testigo a imputado resultan

preocupantes por patéticos. En primer término, el Mi.nisterio Público no puede dejar

al arbitrio de un tercero la ca[dad de imputado. TÉOFILO ZAGA TAWIL solicitó que

ftente aI abuso del que estaba siendo objeto, mínimo se Ie dieran derechos de defensa

para poder enfrentar una investigación contra personas, no sobre hechos.

EI artículo 112 del Código Nacional de Proceümientos Penales establece

que se denominará imputado a qüen sea señalado, fundada y motivadamente, por eI

Mi-nisterio Público como posible autor o partícipe de un hecho que Ia ley señale como

deiito. Para llegar a esa conclusión, la Autoridad Mi¡isterial debe tener datos de

prueba que establezcan Ia probable participaci.ón de Ios hechos materia de Ia

denuncia, de Io contrario se trata de un acto de molestia violatorio del artículo 16

constitucional y de derechos fundamentales que tienen Ia más alta protección

constitucional y convencional.

En segundo lugar, el se¡or TEÓFILO ZAGA TAWIL no es ni jamás ha

sido accionista de TELRA REAITY, S.A.P.L de C.V., por lo que ücha afrrmación

demuestra que Ia Autoridad Investigadora no conoce el asunto que

supuestamente se encuentra investigando,
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Y, aunque lo fuera, un accionista no puede ser considerarlo como

imputado por dos razonés. Las personas morales tienen personalida<i juridica

üstinta a la de sus acciorústas. Y si nuestros más altos Tribunales Constitucionales

establecieron que no puede atribuirse responsabilidad penal por el solo hecho de ser

administrador o consejero de una empresall, cuanto más si se trata de un accionista

en un delito de servidores públicos. La falta de lealtad y objetividad es patente en

este acuerdo y, una vez más, se demuestra que eI objeto de la investigación no es

esclarecer los hechos sino hostigar e incidir en la voluntad de nuestros defenüdos por

no haber ceüdo aún ante las presiones gubernamentales y por no haber entregado

los miles de millones de pesos que ilegalmente se 1es han exigido por meses sin juicio

previo y fuera de todo proceümiento.

Este acuerdo también es importante por un segundo motivo. Esta fue la

primera ocasión en la que el Agente del Ministerio Público, actuando en contra de

constancias y sin dato de prueba que respalde su ücho, afirmó que el objeto de la

investigación se extendía del espectro de Ia celebración de los contlatos en los años

dos mil catorce, quince y üeciséis y que, "con fecha veintidós de agosto de dos mil

diecisiete, meüante contrato de transacción, sujeto a condición suspensiva eI

INFONA\IT se obligó a indemnizar a TELRA REALTY, S.A.P.I. por daños y

perjuicios que manifestó sufrió en su patrimonio por la pérdrda de los contratos,

pagando el INFONAMT a TELRA REALTY, S.A.P.I. de C.V. Ia cantidad de

$5,088'000,000.00 (cinco mil ochenta y ocho millones de pesos 00/100 M.N.) sin que

aparentemente se justifique la necesiilad de dicho pago."

Contrario a lo que unilateralmente y sin causa estableció el Agente del

Ministerio Público, el denunciante JESUS \IAZOUEZ BIBIAN, representante legal

del INFONAVIT meüante comparecencia de ocho de febrero de dos mil üeciocho

señaló lo siguiente:

"Reitero mi pretensión para que éste (sic) Ministcrio PÍtblico
inicic Ia investigación de los hechos clenunciarlos [...], mediante
la cual se scñala que mi rcl¡rcsentacla a través de cliversos
servitlores públicos autorizó la firma clo contratos con la »crsona
moral TELIiA IiEALTY. S.A.P.I. clc C.V. re»resentada por el Sr.
Iiafael Saga (sic) Tawil. también referirl¿r como promotora v que
tenía como finalirlad la crcación de diversos firleicomi,sos en los

ouc una empresa privada.se encarg i¡ je-f,egLzel-tt!¡tgie¡s§

: t Al respecto, véase los criterios con rubro:
"DEFRAUDACIÓN T'ISC.II- EQUIPARABLE. AL ADMINISTRADOR GENERAL DE UNA
EMPRESA NO SE LE PUEDEATRIBUIR RESPONSABILIDAD PENAL POR ESTE DELITO
POR LA CIRCUNSTANCIA DE OCUPAR EL REFERIDO CARGO."
"DEFRAUDACIÓ¡¡ TISCEI, TQUIPARADA PREVISTA EN EL ARTICULO I09, FRACCIÓN I,
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. NO PUEDE ATRIBUIRSE
RESPONSABILIDAD DE COAUTORES EN LA COMISIÓN DE DICHO DELITO A LOS
MIEMBROS DEL COMITÉ DE ADMIMSTRACIÓN DE UNA PERSONA MORAL
CONTRIBITYENTE POR EL CARGO QUE OSTENTAN, SI NO SE ACREDITA LA FORMA EN
LA QUE INTERVINIERON.''
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oue Dor ley le corresDorrden á mi llepresent.ada, por lo cual dicha
institución cs quien se dcbería de encargar de efecl,uarlas
directamente y no a través dc tcrccros, motivo por el cr.ral se hace
del conocimient,o de esta Rc¡rreseñtación Social de la Federación,
por las posibles irregularidacles cle las conrluctas, atribuidas a
los servidores públicos que resulten responsables [...1"

6nfasis Añadido v riótese' qué no §eñala ni atribuve
responsabilidad alzuna a particulares)

Por otro lado, Usted ha decidido isnorar que con fecha tres de

septiembre de dos mil üeciocho el señor ALEJANDRO GABRIEL CERDA

ERDMANN, apoderado legal del INFONA\TT, manifestó lo siguiente:

"Me permito manif'estar que habicnclo rcalizaclo un análisis
integral y pormenorizatlo de los antececlentes que tlieron lugar a
la presentación de la clenuncia quc originó csta invcstigación, el
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabaiadores. en lo sucesivo INFONA\IIT no puede
exhibir el informe contable solicitado. toda vez que la
erogación que hizo como nago de daños v ¡¡eriuicios tuvo
como origen que la actual administración sometió a la
consideración del H. Conseio de Administración los
términos baio los cuales se habían suscrito los contratos
con la empresa TELRA REALTY. S.A.P.I. de C,V. v por ello
resolvió dicho órgano colegiado. al considerar oue al
onerar los contratos en los términos en los oue fueron
suscritos afectaban el interés rrúblico, que lo conveniente
seria dar por terminados anticipadamente dichos
contratos v que se negociara con dicha empresa la
r¡osibilidad de suscribir nuevos instrumentos que no
lesionaran el interés núblico. Atento a lo anterjor, y previo
haberse surtidos todo cl rccurso clc mcdiación que a continuación
se narra, se determinó que lo conveniente era dar por
terminado de forma definitiva la relación contractual
que se tenia con dicha empresa y la indemnización que se
otorgó por daños v neriuicios generó un pago a favor de
TELRA REALTY. S.A.P.I. de C.V.. realizado mediante
contrato de transacción, previamcntc consensuado por las
partes intervinicntcs, bajo cl cumulimrento de los artículos 2'l '10.

2108 y 2109 del Código Civil Federal, así como tlc Ia
normatividacl interna que rige los act,os juridicos del
IN!'ONAV1'I' para la cclchración de instrumentos de dich¿t
naLuralpza 1... l" iEniasis Añatlitlo¡

Como se advierte, el representante legal del denunciante manifestó no

haber sufrido daño económico en su patrimonio con motivo de los hechos denunciados

y fue precisamente esa razón por la que no fue posible recabar del INFONAMT un

i¡forme contable. Así quedó establecido también ante la Juez de Control meüante

aud.iencia de impugnación 7512018 celebrada eI veintinueve de enero tlos mil

fiecjnueve:

Asesor jurídico; [...] ese es el meollo. la esencia cle nuestra
clcnuncia, rcpito el artículo 3 de la ley no permite a los servidores
clel Instituto celebrar este tino rle concesión. si nos permitc clecir

Añadiclo)
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Incluso, después de celebrado el debate, la Juez de Control estableció lo

siguiente:

Juez de Control: tsien estimo en principio r¡ue de acuerdo a los
antecedentes que han narraclo y a los actos de invesl,igación
practicados no existe la certeza rle que el hechos o lo.s hechos
materia de la clenuncia no constituyan propiamcnte un delito es
dccir el hecho de que determinados servidores del propio
instituto hayan autorizado la celebración de los
contratos en mención inclusive el propio conseio de
administración en su momento autorizar a la realización
de estos contratos no evidencia que la celebración de
ellos se apegue a los estatutos anuales o directrices
establecidas r¡ara el funcionamiento del propio instituto
norque existe la posibilidad de que quienes integraban el
conseio de administración del mismo cuando se
celebraron estos contratos también hayan incurrido en la
realización de conductas indebidas o conductas ilícitas,
es decir quc cf'cctuaran actos quc cxccdicran clc sus facultades,
que la realización auborización que emitieron haya sido en
contravención a la pro¡ria ley que rige el Instituto ¿rnte la
posibilidad, como menciona cl ascsor iuríclico dc quc ello
implicará prácticament,e estuviera cediendo alguna de las
facultadcs o firncioncs propias dcl Instituto cn cuestión. [...]
v el pago que inclusive se hizo a esta empresa fue

materia de la denuncia." nfasis Anadido)

Actuar en contra de constancias es un delito contra la ad"ministración de

justicia. Una y otra vez se ha establecido que los hechos que fueron denunciados

constituyen Ia celebración de los contratos que üeron origen a Ia relación jurídica

entre TELRA REAITY, S.A.P.I. y el INFONAVIT. El hecho de que Usted decida

ignorar registros y constancias es lo que nos ha obligado a solicitar nos

informe de manera puntual v por escrito cuáles son los hechos cuya

comisión ilicita se atribuve a nuestros defendidos.

Para eI veinticuatro de marzo de dos mil veinte no había una denuncra

de hechos por parte del INFONA\TT que ampliara los hechos oliginalmente puestos

en conocimientos de la Fiscalía General de la República, ni un acta donde se aflrmara

eI "descubrimiento de un delito diverso" por parte del Agente del Ministerio Público.

Incluso. dentro de la conferencia ¡¡residencial matutina que se ha ofrecido

en la promoción anterior. el C. Fiscal General de la Re¡rública menciona una

supuesta denuncia de una oficina presidencial que nada tiene oue ver en

este asunto. No existe tal denuncia. Esto r¡ara encubrir seguramente la falta

de señalamiento en contra de nuestros defendidos v las presiones eiercidas

de manera única y exclusiva por esa Fiscalía.

En consecuencia, Ia afirmación del Ministerio PúbLico constituye un

intento arbitrario por tergiversar los hechos y, de esta manera, ampliar el espectro y
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duración de la investigación y buscar ';legalizar" Ias actuaciones ilegales que hasta

ese momento había desplegado y que tienen como objeto coaccionar a nuestros

defendidos a dar una cantidad de dinero que legalmente les pertenece y conservar en

custoüa el dinero entregado por los señores EL-MANN ARAZI ya que al determinar

conforme a Derecho Ia investigación impeiliría la libre disposición de1 mismo, tal y

como se le hizo creer al Presidente Ia República qtie era eI caso.

G. 10 de abril de 2020.

EI üez de abril de dos mil veinte la Fiscalía General de la República

suscribió el oficio A-XI-40/2020 a través del cual le requirió al Director General del

INFONAVIT información relacionada con las transferencias realizadas a TELRA

REAITY, S.A.P.L de C.V. en los años dos mil üecisiete y dos mil üeciocho por

concepto de la indemnización recibidal2. En el oflcio en cuestión estableció lo

siguiente:

"Hago de su conocimiento que una vez que se revisó la
documentación que fuera remitida por ese Instituto a
través del oficio DG/024/2020 de fecha 24 de febrero del
oresente año, signaclo por Carlos Marl,ínez Yelázq.uez, Director
General y Apoderado Legal de dicho Instituto, cn cl quc ancxa
el oficio nírmero SGPF/CG14712020, de fecha 2l de febrero de
2020, signado por Estcban Iván Juárcz Arrcllano (sic), Gercntc
Sr. cle Contaduria Ccncral, con cl cual rcmrtc copia clc las
'l'ransferencias Electrónicas, Írnicamenl,e remil;e las siguienl,es:

t..l

De los cuales únicamente se liquidaron los concentos de
indemnización por un monto total de 5.0088 (sic) mdn,
debido a que no se recibió la instrucción nor r¡arte de la
Subdirección General de Tecnologías de Información

!qdp." asis Añaclido)

De Ios párrafos transcritos es posible a\car,zan varias conclusiones. En

primer término, es un reconocimiento de que, al üez de abril de dos mil veinte esa

Fiscalía General ile la República no había terminado de procesar Ia totalidad de la

información remitida por el INFONAVIT, pues, de haberlo hecho se habría percatado

que la documentación solicitada se encontraba en eI Tomo III/XXXII de los

documentos remitidos por el Director Gener'al del INFONAVIT eI veinticuatro de

febrero de dos mil veirte. Pero además de ello, constituye un reconocimiento expreso

por parte del Agente del Ministerio Público de Ia Federación ANTONIO

DOMÍNGUEZ ZAVAIETA en eI sentido que los recul'sos que supuestamente serían

pagados por el INFONAVIT a TELRA REAITY, S.A.P.I. de C.V. como

t2 El propio documento reconocc quc los recursos recibittc¡s porTEI-RA RBALTY, S.A.I'.L de C.V. fueron
p¡r concepto de "Indcmnización por daño" e "Intlemnización por perjuicio", conce¡rtos lícitos amparados
por cl procedimiento de mediación.
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contraprestación por la adquisición de Ia propiedad y titularidad del Capital

Intelectual (eI Programa de Moviliclad Hipotecaria y Ia Plataforma Informática) y su

implementación iamás fueron liquidados.

Esta información resulta de 1o más relevante pues en üIigencias

posteriores ese Ministerio Público ha ordenado realizar peritajes en informática y

contabilidad para determinar el supuesto valor de la plataforma informática.

Actuación innecesaria y üIatoria pues, se insiste, Ia contraprestación por

$100,000,000.00 más IVA que se pactó en el Contrato de Cesión de Derechos de diez

de octubre de dos mil üecisiete se rescindió en virtud del Convenio de

Transacción. Terminación Anticioada v Finiquito por el cual se dio "como

definitivamente terminado" el Contrato de Cesión de Derechos. r¡or lo que

nunca se pagó. Documentos que forman parte de los registros de investigación y

que se encuentran en el A¡exo I de las constancias remitidas por el INFONAMT eI

veinticuatro de febrero de dos mil veinte. Es claro que el personal encargado de

conducir la investigación no conoce el asunto con el profesionalismo que se

exige del serücio público y solo buscan prolongar la investigación. Por ello

hemos solicitado la ñjación exacta de los hechos atribuidos a nuestros

defendidos,

H. 23 de abril de 2020.

Con fecha veintitrés de abril de dos mil veinte, se giraron los siguientes

oficios:

Oficio A-XI-04312020 en el cual nuevamente se le solicitó al

Titular de la Policia Federal Ministerial "tenga a bien informar a

José Armando Flores Meüna el.emento de la Policía Federal

Ministerial designado en Ia indagatoria que se actúa, deberá de

presentarse eI día 24 de abril de 2020 a las 12:00 horas para la

práctica de actos tle investigación tendientes al esclarecimiento de

los hechos que motivaron la denuncia". Lo anterior por

supuestamente tratarse de un acto de investigación que resultaba

"imprescindible".

Oficio A-XI-04112020 en el cual se le solicitó aI Maestro DAVID

ZEPEDA FLORES, Encargado de Ia Coordinación General de

Serviclos Periciales de Ia Fiscalía General de la República

designara un perito en i-nformática el cual debía presentarse "el

Iunes 27 de abril del año 2020 a Ias 11:00 horas, con el ñn de

D

il)
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hacerle de su conocimiento el motivo de su intervención en la

Carpeta de lnvestigación".

III) Oficio A-XI-04212020 en el cua] se le solicitó al Maestro DAVID

ZEPEDA FLORES, Encargado de Ia Coordinación General de

Servicios Periciales de la Fiscalía General de la República

designara un perito en contabüdad el cual debía presentarse "eI

Iunes 2? de abril del año 2020 a las 11:00 horas, con eI fin de

hacerle de su conocimiento el motivo de su intervención en la

Carpeta de Investigación".

Igual que como ocurnó en el oficio de vei¡tiséis de febrero de dos mil

veinte, la Autoridad Ministerial convocó a elementos de la Policia Federal Ministerial,

así como a peritos de la Coordinación General de Servicios Periciales sin expLicar el

motivo u objeto del acto de investigación. Se corrobora que están investigando

personas con fines paraprocesales de intimidación, no hechos.

En el mismo sentido, en las copias con las que contamos, tampoco existen

actas de fecha veinti.cuatro o veintisiete rle abril en las que se describa qué sucedió

aquellos ilías y qué fue solicitado de los Auxiliares del Ministerio Público o si, en todo

caso, éstos acudieron. Se pone en duda Io anterior ya que el veintisiete de abril de

dos mil veinte se giró un tercer oficio al Encargado de la Coordinación General de

Servicios Periciales de la Fiscalía General de la República solicitando nuevamente se

desiglara perito en informática para que acuüera el "martes 28 de abril del año 2020

a las 11:00 horas" 13.

Solo a través de los informes de investigación criminal emitidos por el

Suboficial JOSÉ ARMANDO FLORES MEDINA, de la Policía Federal Ministerial el

mismo veinticuatro de abril de dos mil veinte y uno posterior de cinco de mayo de dos

mil veinte, es que se puede deducir que 1o que se le requirió a la Policía Federal

Ministerial consistió en: a) "verificar si los comprobantes fiscales ügitales que obran

en la carpeta de investigación existen"la; y b) realizar una investigación de campo y

de gabinete por Io que hace a las empresas ZATYZ, S.A. de C.V., GRUPO

INMOBILIARIO TELRA, S.A.P.I. de C.V. y EAIS GROUP, S.A.P.I. de C.V.

Personas morales ajenas a los hechos denunciados.

r3 Tampoco e\iste acta de esa fecha.
ra Hacienclo referencia a los comprobanles fiscales digitales
INFONA\¡IT con lccha veinte de abril de rlos mil veinte.

tlue fucron rcmiiidos por parte del

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo
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Ni siquiera la perito en contatilidad, Ia Contadora Pública ADRIANA

PATRICIA BARRIENTOS CANSECO, comprenüó el sentido de su intewención. Asi

se adüerte del oficio con número de folio 21527 de treinta de abril de dos mil veinte

en el que señaIó que resultaba necesario que los Ministerios Públicos "puntualicen y

especfiquen sobre qué deberá versar la prueba pericial en materia de contabilidad".

l. 27 d.e ahril de 2020.

Con fecha ocho de abril de dos mi-l veinte, el Agente del Ministerio

Público recibió Ia información remitida obsequiosamente por el SAT consistente en la

información fiscal de los señores RAFAEL y TEÓFILO ZAGA TAWIL, así como de la

empresa TELRA REALTY, S.A.P.I. de C.V. Como se anticipó, la información

proporcionada es ilícita y tanto la solicitud como esta respuesta demuestran que

existe coa,Ligación entre la Autoúdad Ministerial y la Autoridad Fiscal con el ánimo

de, en conjunto, vencer la resistencia que han tenido nuestros defendidos a entregar

su patrimonio a través de presiones iJegales.

Posiblemente en vista de que eI SAT no rechazó el requerimiento ilegal,

el veintisiete de abril de dos mil veinte, el Ministerio Público presentó una segunda

solicitud (de fecha vei¡ticuatro de abril de dos mil veinte) con número de oficio A-XI-

04412020 en Ia que solicitó la información fiscal de las empresas "ZATYS, S.A. de C.V.,

EAIS GROUP, S.A.P.I. y GRUPO INMOBILIARIO TELRA, S.A.P.I. de C.V." por e1

periodo comprenüdo entre eI "1 de enero de 2014 al 31 de üciembre de 2018".

Respecto de este punto y a pesar de que la carpeta de investigación

estaba en manos de una nueva Agente del Ministerio Público, se insistió en violar Ia

Iey y en reaLizar actos de investigación que rebasan los hechos denunciados.

No solo Ia Fiscalía General de la República volvió a solicitar la

información fiscal sin acudir previamente con un Juez de Control o sin justiflcar el

porqué el SAT debía de proporcionar Ia información requerida (por Io que 1a mi.sma

es ilicita en términos del artículo 69 del Código Fiscal de la Federación); sino que

además, ei Agente del Ministerio Público se exceüó nuevamente en sus facultades de

investigación para indagar respecto Ia situación fiscal de empresas que en nada se

relacionan con los hechos puestos en conocimiento de esa Autoridad

Ministerial. Se insiste, no hay línea de investigación alguna que justifi.que los actos

de investigación que se han iniciado en contra de las empresas referidas y por lo que

hace a EAIS GROUP, S.A.P.I. de C.V. ni siquiera existía durante eI plazo de tiempo

solicitado.

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo



27

La Representación Social de la Federación está fung:iendo como una

mera extensión del Gobierno Federa-l y está utilizando recursos económicos.

materiales y humanos del Estado Mexicano para indaEar empresas y

nresionar ciudadanos que. ha quedado demostrado. no cometieron

conducta constitutiva de delito alguno y mucho menos, algrna que pueda ser

competencia de esa Unidad Especializada en Investigación de Delitos Cometiilos por

Servidores Públicos y Contra Ia Administración de Justicia. De la misma manera que

ha arrastrado aI INFONAVIT y a sus ejecutivos para fines ilícitos, como lo fue simular

una entrega de los cheques que jamás suceüó en Ia realidad. Y ahora exponiendo

nada menos que al C. Director de ese Instituto a cometer delitos contra la

administración de justicia que pronto haremos del conocimiento de la Fiscalía

corresponüente.

J. De los ¡¡eritaies en contabilidad e informática solicitados mediante
oficios de 23 v 29 de abril de 2020. así como 8 y 11 de mayo de 2020.

Como parte de las primeras üligencias realizadas por Usted (a

licenciada EMMA VASQUEZ MARTINEZ), eI veintitrés de abril de dos mil veinte

contactó al Encargado de Ia Coordinación General de Ser-vicios Periciales de Ia

Fiscalía General de Ia República por meüo de ofrcios con el objeto de que se

desiglaran peritos en informática y contabilidad para que Ios mismos acudieran ante

Usted y se les hiciera "de su conocimiento el motivo de su intervención". Como ha

venido ocurriend.o sistemáticamente, no hay un acta que expliqué qué [ue lo que se

Ies solicitó a los peritos en dicha actuación. Frente aI imputado y su defensor, no

existe reserva algrrna en Ia investigación, y esta colusión de realizar investigaciones

sin conocimiento de esta defensa es totalmente ilegaltr.

A pesar de ello, el veintinueve de abril de dos mil veinte se emitió eI oficio

A-XI-048/2020 al Director General del INFONAMT para que éste desigrrara fecha y

hora en Ia que elementos de la Policía Ministeiial y Peritos en Materia de Informática

se constituyan y desahoguen una üIigencia de inspección ministerial en el lugar en

el que se encuentra instalada Ia Plataforma de Informática oue le fue entregada por

TELRA REAITY. S.A.P.I. Solicitud que fue reiterada meüante oficio A-XI-056/2020

de ocho de mayo de dos mil veinte.

l5 Véase eI contenido dcl ari,icu lo 2l I deJ Código Nacional de Prc¡cedimientos Penales
"Articulo 218. Reserva de los actos de investigación
tl
EI imnutado v su defensor podrán Lcncr acccso a ellos cr¡ando se encuentrc dctenido, sea citado ltara
comparecer como imnutado o sea srrjcto clc un acto dc molestia y se pretenda recibir su entrevista, a
partir de este momento va no nodrán marrtenerse en reserwa los registros para el imnr¡tado
o su Defensor a frn de no afectar su derecho de defensa. Para los efectos de este Dárrafo, sc
entenderá como acto de mále^stia lo dispucsto cn cl a*ici io Z¡O rl-c este Cótligo t l" lEnfasis Añaclido)



o

28

Asimismo, a través clel oficio A-Ii-58/2020 se tomó conocimiento que Io
I

que se busca de Ia licenciada ADRIANA PATRICIA BARRiENTOS CANSECO, perito

en contabilidad, es que en coorünación con los peritos en informática emita un

dictamen contable que contenga:

"1. Los cálculos de índole económica quc se requiera para
establecer el valor inversión de la plat,aforma informática que Ia
empresa TELRA REALTY, S.A.P,I. de C.V. lc hizo entrega al
INTONAVIT.;

.2. El valor contable, .respecl,o de la plal,alorma de informátrca,
antes mencionada."

¿Valor contable de una plataforma que no se pagó? ¿Valor contable

cuando lo que se investiga es un delito formal y por Io mismo sin resultado material

que cuanti-ficar? La reafidad es oue el nronio INFONAVIT ha tratado de ser

manipulado en esta historia. Sin tomarlo en cuenta, se le comprometió a firmar un

acuerdo reparatorio que se encuentra impeüdo a suscdbir. En los proyectos de

acuerdo reparatorio que los señores EL-MANN ARAZI les enviaron a nuestros

defenüdos via electrónica y que tienen en su poder, eI INFONAMT aparece como

parte. La relación juúdica con el INFONA\{T terminó legalmente, se finiquitó con

la anuencia de todo su consejo de administración. La Fiscalía está yendo más aI1á de

Io denunciado sin contemplación alguna de Ios intereses y documentos que firmó eI

INFONAVIT con Ia empresa de nuestros defendidos.

Asimismo, mediante oficio A-XI-05912020 de once de mayo de dos mil

veinte, Ia Agente del Ministerio Público de Ia Federación solicitó a los licenciados

HÉCTOR CORONA RODRÍGUEZ y SELENE FONSECA RIIEDA, peritos en

informática, que en coorünación con eI perito en contabüdad emitan conjuntamente

un üctamen en informática que contenga:

"1. Un perit,a.je t,ecnológico de gesl,ión respecto de la plataforma
informática que Ja empresa TELRA REAI-I-Y, S.A.P.T. de C.V. le
hizo entrega al INFONAVI't'.

2. Rcalizar Ia tasación tccnológica clc la plataforma antes
rcfcri cla.

3. Esl;ablecer cosl,os y financiamienl.o rle la platalorma
informática, ya tantas veces mencionacla."

A través de dichos oñcios se puede deducir que lo que esa Representación

Social busca, nuevamente en contra de constancias. sin denuncia de hechos que la

preceda y de forma autoritaria e ilegal. es cuantiñcar contablemente el valor de la

plataforma informática que formó parte de las contrataciones realizadas entre eI

INFONAVIT y Ia empresa TELRA REAITY, S.A.P.I. de C.V.

o
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Sin embargo; dicha Autoridad Ministerial pierde de vista: l) que Ia

plataforma informática que actualmente tiene eI INFONA\¡IT es üstinta a la que fue

contratada en su momentolG; y 2) que el valor que en su momento se otorgó a Ia

plataforma informática se cuantficó, no contablemente, sino en virtud de su va-Iia

como un derecho de propiedad intelectual amparado bajo la Ley Federal del Derecho

de Autor, por Io que los montos que en su caso obtengan los licenciados ADRIANA

PATRICIA BARRIENTOS CANESCO, HÉCTOR CORONA RODRÍGUEZ V SELENE

FONSECA RUEDA no reflejarán la reaLirlad de los hechos indagados. Las

valuaciones que valen son las que se hi.cieron en su momento y concretamente las

realizadas por eI INFONAVIT. TELRA REAITY, S.A.P.I. de C.V. aceptó la oferta

realizada por eI Instituto. Y el actuar de ésta escapa de la competencia de esa Unidad

al no tratarse de serüdores públicos.

Ahora bien, esa Autoridad Ministerial puede estar solicitando las

periciales informáticas y contables por una de dos razones: porque consideran que asi

podrán cuantificar el supuesto daño causado aI INFONAVIT con motivo de la

celebración de los convenios de transacción, yendo más allá de Ia materia de la

denuncia; o bien, porque buscan esclarecer si los contratos celebrados los años dos mil

catorce, quince o dieciséis tenían o no un frn lícito.

En caso de que Ia pericial" ."uliaa con eI fin de cuantificar un supuesto

daño, entonces es necesario que esa Representación Social reüse nuevamente Ia

carpeta de ilvestigación y su estrategia. Primero, porque ya quedó establecido que

eÉsten registros de investigación que acreütan que la plataforrna informática

iamás fue paEada a TELRA REALTY. S,A.P.I. de C.V, Lo anterior se demuestra

no solo con eI Convenio de Transacción, Terminación Anticipada y Fi-niquito de

veintitrés de agosto de dos mil üeciocho por el cual se üo "como definitivamente

termi¡ado" el Contrato de Cesión de Derechos (documentos que, por cierto, se

encuentran agregados al Anexo I de los documentos que fueron remitidos por eI

INFONAVIT eI veinticuatro de febrero de dos mil veinte para su consulta), sino

además por el oficio A-XI-40/2020 de diez de abril de dos mil veinte en eI que esa

Fiscalia General de la República reconoció ücha situación al transcribir eI oficio

SGPF/CG047/2020 del Gerente Sr. de Contaduria General del INFONA\TT en eI que

estableció que el INFONAVIT únicamente había liquidado los conceptos de

indemnización "debido a que no se recibió la instrucción por narte de la

Subdirección General de TecnoloEías de Inforrnación para liquidar el pago

de la contrar¡restación por $116 mdp". Y segundo, porque si considera que se

16 Situación que será puntualmente explicada por nuestros defendidos en rtna ¡rromoción posi.crror.
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causó un daño, Usted le está generando ilegal y artificialmente derechos aI

INFONAVIT, que no le corresponden, sobre el dinero entregado por los señores EL-

MANN ARAZI develando doblemente los engaños al Presidente de Ia República y a

la Nación entera.

Además, de ser esa la razón, Ia Autoúdad Ministerial estaúa

incurriendo nuevamente en abusos en cuanto a sus facultades de investigación pues,

se insiste, no solo no existe'una denuncia de hechos en Ia que cuestione la

indemnización que se hüo y el pago de Ia plataforma que nunca fue. Su investigación

es tan bana-l y absurda que está investigando hechos respecto de pagos que no se

hicieron, de cosas que no suceüeron. Y todo esto para buscar privar a dos ciudadanos

de su patrimonio de manera ilegal y además, sin siquiera tener como objetivo ingresar

esos recursos al INFONAVIT, tal y como sucedió con el ünero que pagaron los señores

EL-MANN ARAZI para quedar fuera de un problema que jamás fue suyo.

Por otro lado, en caso de que la intención de esa Fiscalía General de la

República sea esclarecer si los contratos celebrados los años dos mil catorce, quilce o

üeciséis son constitutivos de delito, es preciso establecer que primero, Ia denuncia

fue formulada única y exclusivamente cuestionando a los ejecutivos que suscribieron

Ios contratos iniciales, no el de transacción, ni eI finiquito; por e1lo, la indemnización

que recibieron nuestros defenüdos fue Iegal y esos recursos, Iícitos. Pero sobretodo,

ya ha quedado demostrado que existen causas de exclusión del delito

i¡controvertibles que deberían prohibir a esa Autoridad Ministerial continuar con

dicha investigación 17. I

Los progtamas diseñaclos pal'a promover eI mercado inmobiliario

secundario de interés social, que fueron obieto de las contrataciones del INFONAVIT

no se ejecutan ni cobran tracción sin el factor humano, por lo que no basta únicamente

la plataforma informática para su flrncionamiento. Era (y sigue siendo) necesario que

éstos se promovieran y que se invirtiera en su publicidad. De igrral manera, hizo falta

labor de venta y de generación de mercado, así como ejercicios de üfusión y publicidad

del nuevo producto que se incorporó a Ia oferta que ofrece el INFONAWT. EI fracaso

que ha tenido el INFONA\TT en ese rubro confirma que se trataba de un gran

proyecto de negocio para que eI que existía Ia necesidad de haber suscrito los contratos

i-niciales. Esto es asi ya que un protsi-arna como éste, en manos de personal

burocrático, jamás tendrá la profundidad, potencia y alcance que pueden dalle

particulares con formación emprendedota y empresaúal.

:? Siendo estas: i) La inexistcncia cle dos elementos que intcgran la descri¡tción típica del delito
investigatlo (servidorcs y recursos públicos); ii) La suprcsión del tipo llenal; así como iii) Ia

inconstitucionalidad r.lel tipo Denal al intcnt.ar remi¡ir el elemento normat,ivo "indebido' a condrtctas

establecidas en lineamientos gcnerales y no en una normá gcncral lormal y matcrialmente legislativa.
I

I
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Un ejemplo para hacer el punto: una computadora personal escasamente

pasa de una máqui-na de escribir moderna para profesionales del derecho. Esa misma

computadora, en manos de un ingeniero en sistemas, es una herramienta con un

potencial multiplicado de manera exponencial, por estar en manos de un especialista.

En el caso de nuestros defendidos, eI conocimiento del medio inmobüario y su

cercanía con Fibra Uno ('FUNO"),. Ie agregaba un componente al programa que el

INFONAVIT no podría sustituir. Ese factor no puede ser revisado por peritos de la

Fiscalía, en virtud de haber sido materia de un finiquito entre el INFONAVIT y

TELRA REAITY, S.A.P.I. de C.V.

K. Días preüos al 10 y ll de mavo de 2020.

Como es del conocimiento de esa Agencia Investigadora, mediante

solicitudes de treinta de abril de dos mil veinte, dos Agentes eI Mi¡isterio Público de

esa misma Subprocuraduria Especializada en Ia Investigación de Delitos Federales

solicitaron de manera simultánea audiencia inicial en contra de los señores RA¡'AEL

y TEÓFILO ZAGA TAWIL por hechos sr,rpuestamente constitutivos de delitos frsca-les

que fueron investigados en tan solo treinta üas dentro de las carpetas de

investigación FED/SEIDF/UEIDFF-CDMX/000047412020 y FED/SEIDFruEIDFF-

CDMXi0000473/2020, respectivamente. Las solicitudes fueron inicialmente acordadas

de conformidad el seis de mayo de dos mjl veinte y las audiencias señaladas para

celebrarse los días üez y once de mayo de dos mil veintel8.

Es indudable Ia colaboración que existe entre los agentes dél Ministerio

Público de las dos Unidades de Investigación: la de Delitos Fiscales y esta a la que

Usted pertenece. A pesar de que en la presente carpeta los actos de investigación se

habían llevado a cabo de forma relativamente rápida durante los ultimos meses, a

partir del cuatro de mayo (el dia hábil siguiente a que se solicitaron las auüencias

iniciales), éstos tomaron una nueva y asombrosa velocidad.

El cuatro ile mayo de dos mil veinte: i) se solicitó información a las

Funciones Registrales en Tlalnepantla de Baz y en Naucalpan para que remitiera

información respecto de las empresas ZATYS, S.A. de C.V., GRTIPO INMOBILIARIO

TELRA, S.A.P.I. de C.V., TELRA REATLY, S.A.P.I. de C.V. y EAIS, S.A.P.I. de C.V.

fue solicitada; ü) se solicitó al CENAPI infotmación del señor TEÓFILO ZAGA

TAWIL "con caricter d.e extraurqente"; y iii) se presentaron agentes de la Policía

Federal Ministerial en las ofi.cinas de las empresas ZATYS, S.A. de C.V., GRUPO

l8 Las audiencias fucron posteriormentc suspcndiclas hasla en tanto no terminc la contingencia
sanitaria.
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INMOBILIARIO TELRA, S.A.P.I. de C.V. y EAIS, S.A.P.I. de C.V., rinüendo su

informe de investigación criminal tan solo un üa después.

En efecto, eI cinco de mayo de dos mil veinte fue presentado el informe

de investigación criminal suscrito por eI Suboficiat JOSÉ ARMANDO FLORES

MEDINA, de Ia Policía Federal Ministerial en que realizó una investigación de campo

y gabinete respecto de los inmuebles donde se encuentran 1os domicilios de las

empresas ZATYZ, S.A. de C.V., GRUPO INMOBILIARIO TELRA, S.A.P.L de C.V. y

EAIS GROUP, S.A.P.I. de C.V.

Además, el seis de mayo: i) se solicitó al Seryicio de Admi¡istración

Tributaria remitiera "en un térrnino no mayor a 24 horas" Ia actividad económica

de los señores RAFAEL y TEÓFILO ZAGA TAWIL; y ii) se solicitó aI titular de Ia

Policía Federal Ministerial para que "con carácter de urqente dentro de un

término de 24 horas" designara "elementos de la Policia Federal Ministerial para

que intervengan en un acto de inVestigación". Para variar, no se seña-ló el objeto ni

el fin de la diligencia. Tampoco se levantó acta alguna e1 día de la entrevista. Y Ia

investigación se centró en personas, no en hechos.

Por otro lado, el siete de mayo se solicitó Ia intervención de peritos en

materia de informática para una diligencia nuevamente "secreta" el ocho de mayo de

dos mil veinte.

Por su parte, eI ocho de mayo se tuvo información de que policías de

investigación estuvieron indagando en üversos domicüos de Ios señores ZAGA

TAWIL y preguntando (sin razón alguna que Io justiñque) por eI hijo del señor

RAFAEL, ELÍAS ZAGA HANONO. Esa Representación Social nos confrrmó

personalmente que se trataba de una üligencia realizada en la presente carpeta de

investigación. Asimismo, en Ia fecha señalada se 1e enviaron dos ofrcios distintos aI

Director General del INFONAVIT: el primero a través del cual reiteraba Ia solicitud

de señalar fecha y hora para que elementos de Ia Policía Ministerial y Peritos en

materia de informática se constituyeran en el lugar donde se encuentra la Plataforma

Informática, materia de los contratos celebrados con TELRA REALTY, S.A.P.I. de

C.V. y, eI segrrndo, a través del cual citó a comparecer a diversos ejecutivos del

INFONAVIT.

Pero eso no es todo, Ia demostración más clara de coaligación que existe

entre las rlistintas autoridades ocurrió el ocho de mayo de dos mil veinte cuando, a

través del oficio A-XI-055-2020 y basándose en datos de prueba obtenidos

ilícitamente, se citó al Director General de Delitos Fiscales de la Subprocuraduúa
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Fiscal Federa-l de Investigaciones de Ia Procuraduría Fiscal, de Ia Secretaúa de

Hacienda y Créüto Público (quien casualmente es el denunciante en las carpetas de

investigación FDD/SDIDF/UEtD¡'¡'-CdMX/000047 4t2O2O y FltD/SIJIDFruDIDFF-

CDMX/0000473 t2O2O) ya que supuestamente de Ia presente carpeta de investigación

"se desprenden hechos constitutivos de delito de naturaleza flscal" por lo que se

solicitó se designara personal para que el mismo "se imponga de Ia (carpeta de

investigación) y en su caso se pronuncie en lo que a sus derechos y atribuciones

corresponda." En este nunto. le solicitamos formalmente con fundamento en

el artículo 8" v 20 Constitucional que nos inforne r¡or escrito qué hechos

concretos motivaron ese acuerdo. y qué hechos le permitieron afinnar la
existencia de delitos de naturaleza fiscal.

Todo para robustecer de manera artificial las pautas que habrían de

segür Los Fiscales en las audiencias inicia-Ies y tratar de vulnerar eI principio de

presunción de inocencia de los que son titulares los señores ZAGA TAWIL de unas

auüencias iniciales solicitadas al margen de la pandemia ocasionada por el virus

CO!'ID-19 y que, dadas las conüciones tan irregulares en que fueron solicitadas,

eventualmente fueron canceladas por el Juez de Control. Pero en Ia enfermedad está

el remedio, todos estos atropellos acreütan eI móvil de cualquier acusación en cont,-a

de los señores ZAGA TAWIL, y por ello serán materia de todo debate judicial.

DE LA PROMOCIÓN PRESENTADA POR EL DIRECTOR
GENERAL DEL INFONAVIT EL 24 DE FEBRERO DE 2020.

Agentes del Ministerio Público de esa Unidad de Investigación han

sugerido a esta defensa que, contrario a lo sostenido en Ia sección anterior, el

INFONAVIT amplió su denuncia de hechos a través de Ia promoción presentada por

el señor CARLOS MARTÍNBZ VOt ÁZQUEZ, Director General y Apoderado Legal del

INFONAVIT el vei¡ticuatro de febrero de dos mil veinte, en virtud del párrafo

siguiente:

"Consideranclo lo anterior, y tlue los recutsos con los que se
realizaron diversos pagos a Telra Realt]¡. S.A.P.I. de C.V. en
virtud de las diversas relaciones contractuales oue tuvo con el
INFONAVI'I v de su l,errninación. tienen su origen en recursos
del Fondo arlminisl,raclo lor cste Instituto. se estima oue los
posibles delitos oue nudieran configtrarse a partir cle las
mismas gcncrarian ur.r clctrimcnto lndcbido al mismo, como se

desprende, de la inlormación que se acompaña al presente
escrito." (Enfasis Añadido)

El párrafo anterior es tan vago y amplio que ni siquiera permite

establecer cuáles es la conducta que se reprocha ni de quién. Mis defendidos no

generaron ni ordenaron pago alguno, lo recibieron, Mis defendidos se

II.
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negaron a la rescisión y exigieron decenas de veces el cumplimiento de los

contratos. La terrninación de los contratos fue una decisión unilateral del
Instituto. Está documentado.

Por si fuera poco, el artículo 223 del Códieo Nacional de Proceümientos

Penales establece que una denuncia de hechos debe de contener. como mínimo. Ia

narración circunstanciada del hecho y la indicación de quién o quiénes 1o habrían

cometido. caracteústicas que no se satisfacen aouí y. por lo tanto. no pueden hacer

las veces de wa notitia uiminis. Es más, el hecho de que eI INFONAVIT haya

realizado transferencias con recursos propios no constituye ni siquiera una

conducta reprochable baio el derecho penal, No son recursos federales, ni
los ejecutivos del INFONA\IIT, servidores públicos.

Pero además, esto confi.rma que eI Director mismo del Insti.tuto ha sido

utilizado como una mera pieza para mantener viva esta investigación. Por ello,

anunciamos que con fundamento en Io üspuesto por los artículos 20, apartado "8",

ftacción IV de la Constitución Federal así como 113, fracción IX del Cóügo Nacional

de Procerlimientos Penales, solicitaremos directamente entreüstar a este funcionario

y en su caso acuüremos al Juez de Control. Además, con el oficio suscrito por el

Director General del INFONAMT Io anunciado al presidente termina de perder

sentido. Hicieron que eI INFONAVIT se cruzara en su propia estrateg'ia.

Más allá de ello, el que se cuestionen ciertas transferencias no justfica

de manera alguna que esa Fiscalia General de la República se inmiscuya en Ia

información patrimonial privada de nuestros ilefendidos ni de las empresas GRUPO

INMOBILIARIO TELRA, S.A.P.I. de C.V., ZATYS, S.A. de C.V. y EAIS GROUP,

S.A.P.L No hay una relación causal entre los hechos y las investigaciones ilegales

que se han estado cometiendo y este tipo de justificaciones solo corroboran Ia

coaligacióri que existe entre las üstintas autoridades y la pesquisa emprenüda por

esa Representación Social con el frn úItimo de generar presiones ilegales en los

señores RAI'AEL y TEÓFILO ZAGA TAWIL para obtener Ia cantidad total de

$4,800,000,000.00 (cuatro mi] ochocientos millones de pesos 00/100 M.N.).

Primero, se buscó obtener su patrimonio a través de presiones

extrajuüciales. Luego, se Ies llamó corruptos y se intentó ürigir una investigación

que había sido iniciatla en contra de ejecutivos del INFONAMT en su contra. AI ver

que no había delito alguno que perseguir, se les llamó defraudadores fisca-Ies y se les

orquestó en treinta días una carpeta en Ia Unidad Especializada en Investigación de

Delitos Fiscales y Financieros siendo que ni siquiera existía un crédito frscal en su

contra.
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Baio esta clara persecución política, Io que sigue es que se les inicie una

investigación por delitos fiscales y que se les llame, además de corruptos y

defraudadores fiscales, factureros. Aquí Ias preguntas son: ¿qué sigue? ¿cuál es el

limite de la autoridad? i,Van a recurrir a sembrar armas de fuego a los abogados como

ya Io hizo Ia PGR con el abogado PAULO DÍEZ GAGARI? ¿Van a sembrarle droga a

algunos de los hijos de los señores ZAGA TAWIL? Que aquí quede el antecedente

para lo que pueda suceder.

EI uso faccioso de esa Flscalía General de la República con el objeto de

acabar con la reputación de los señores RAFA-EL y TEÓFILO ZAGA TAWIL, vencer

sus voluntades y que éstos entreguen su patrimonio sin juicio previo, genera que no

se vería con sorpresa que esta persecución se recrudeciera, no solo ya para conseguir

el ünero sino para silenciar a nuestros defenrlidos y incluso a esta defensa. Situación

que les ha funcionado en eI pasado con los señores EL-MANN ARAZI y probablemente

en asuntos diversos.

En ese sentido, la Fiscalía General de la RepúbL.ca qüso hacer de los

señores ZAGA TAWIL un ejemplo de sometimiento por la fuerza y a través de actos

de intimidación y de abuso. A su vez, los señores ZAGA TAWIL han querido ser

ejemplo pero de entereza e integridad para sus hijos y familia entera. Y de esto

resultó que la autoridad terminó siendo ejemplo de todo aquello que con Ia reforma

del sistema de justicia se quiso abandonar y confrrmó que no se logró Ia autonomía

que anhelaba. El método de intimidación que ha funcionado con corporativos

trasnaciona-Ies y nacionales no funcionó con los señores ZAGA TAWIL. Hoy están

pagando eI costo y pronto se conocerán los métodos ut izados por la Fiscalía General

de la Repúbl-ica, que üstan mucho de la sensibüdad, buen juicio y derecho rectificar

por la razón y el Derecho a que ha hecho alusión el Presidente de la República en los

úItimos días. No solo le han mentido al Presidente en cuanto a la libertad de üsponer

de los dos mil milLones, sino de los métodos usados, y no se han detenido a reflexionar

que cuando estas situaciones se conozcan parecerá que es el mismo Presidente e1 que

habrÍa mentido, cuando es claro que no conoce la verdad. Tan es así que no existe la

participación documentada de Ia Presidencia de la República mencionada por el

Fiscal en esta carpeta de investigación. Se está confundiendo el aferrarse a dar un

resultado con lealtad al Gobierno Federal, aún y cuando ello trasgrede Ia autonomía

constitucional e imparcialidad que deberia segrrir a Ia Fiscalía General de la

República.

A estas alturas, no se tiene duda que las actuaciones de esa Agencia de

Investigación y de la Fisca-Iía obedecen a instrucciones superiores. Sin embargo,
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albergamos Ia esperanza de que eI Subprocurador y eI señor Fiscal no estén al tanto

del detalle, violencia y desaseo de los métodos utilizados por Usted y los demás

Agentes del Ministerio Público que han tenido a su c¿ügo esta investigación. Sin

embargo, su actuar los vincula claramente. Usted comience a calcular los alcances de

Ias actuaciones que realice v ordene. r r

III. DE LOS REGISTROS DE INVESTIGACIÓN SECRETOS.

En la Sección I, esta defensa señaló todos aquellos actos de investigación

irregulares que obran en Ia carpeta de investigación, que fueron proporcionados a

nosotros en copia ügital y en los que se desprenden las sistemáticas üolaciones al

debido proceso ocasionadas por parte de Ia Autoridad Ministeúal.

Sin embargo, de una simple lectura de los mismos, es evidente que esa

Fiscalía General, en eI peor escenario, ha rea[zado diversos actos de investigación en

secreto y que, por lo tanto, no han sido debirlamente registrados en la presente

carpeta de investigación, tal como lo exige eI artículo 217 del Cóügo Nacional de

Proceümientos Penales. O, en todo caso, los ha escondido de esta defensa. Por 1o

pronto, Ios actos de investigación faltantes son los siguientes:

I. No existe un acuerdo por escrito emitido por eI licenciado ALBERTO RAMOS

RAMOS que justi$.que las razones por las que eI Iicenciado SERGIO DANIEL

CALLEJAS SANTO debió de entregar Ia carpeta de investigación al licenciado

ANTONIO DOMÍNGUEZ ZAVALETA.

El acuerdo de reasignación de catorce de febrero de dos mil veinte únicamente

señala que el mismo se emite en cumplimiento a instrucciones emitidas de

manera verbal, mientras que el oficio UEIDCSPCAJ-039/2020 atribuye dichas

instrucciones al Titu-Iar de la Unidad ALBERTO RAMOS RAMOS. No

obstante. es ile explorado derecho que los actos de autoridad deben de constar

lror escritole. por lo que al üa de hov en la presente cameta de investisación

ücha instrucción no se encuentra por escrito. de manera fundada y motivada.

No existe documento alguno que acredite Ia manera en la que los señores MAX

y ANDRÉ EL-MANN ARAZI fueron conducidos a Ia investigación y se les

permitió comparecer el veinte de febrero de dos mil veinte. No hay registro de

citatorio, promoción, correo electrónico, nada. Lo anterior, a djferencia de los

señores RAFAIL y TEÓFILO ZAGA TAWIL respecto de los cuales sí obran los

citatorios corresponüentes.

II.

Le AJ respecto, véase el artículo 3, {racción I\,'flc la Lev Federal del l,rocedimiento Administrativo.



III. No existe documento alguno que acredite la manera en la que eI señor

MOUSSA EL-MANN ARAZI fue conducido a Ia investigación y se le permitió

comparecer el once de marzo de dos mil veinte. No hay registro de citatorio,

promoción, correo electrónico, nada. Lo anterior, a üferencia de los señores

RAI'AEL y TEOFILO ZAGA TAWIL respecto

citatorios corresponüentes.

Ios cuales sí obran los

No exi.ste registro alguno de la diligencia rea-lizada ante elementos de Ia Policía

Federal Ministerial celebrada el veintiocho de febrero de dos mil veinte. AI no

haber acta alguna de Ia entrevista, se desconoce qué actos de investigación

fueron requeridos y a quiénes se le solicitaron.

No existe acto de investigación alguno que justiñque como para el üez de

marzo de dos mi-l veinte la Fiscalía General de Ia República había obtenido los

nombres de las empresas ZATYS, S.A. de C.V., EAIS GROIIP, S.A.P.I. de C.V.

y GRUPO INMOBILIARIO TELRA, S.A.P.I. de C.V. ni eI acuerdo que

establezca las razones de por qué las mismas se relacionan con la presente

üdagatoria ni que línea de investigación se siguió en ese aspecto.

No existe un acuerdo de reasignación de expediente que fundamente y motive

el cambio de Ia titularidad de Ia carpeta de investigación del Iicenciado

ANTONIO DOMÍNGUEZ ZAVALETA A IA ]iCCNCiAdA EMMA VASQUEZ

MARTÍNEZ, como sí Io hubo el catorce rle febrero de dos mil veinte.

No existe registro alguno de la üligencia realizada ante elementos de la Policia

Federal Ministerial celebrada el veinticuatro de abril de dos mil veinte. Al no

haber acta alguna de Ia entreüsta, se desconoce qué actos de investigación se

solicitaron y a quiénes.

No existe registro alguno de Ia diligencia realizada ante los peútos en

i¡formática y contabilidad de Ia Coordinación General de Servicios Periciales

supuestamente realizada el veintisiete de abril de dos mil veinte. Al no haber

acta alguna de Ia entrel¡ista, se desconoce qué actos de investigación se les

solicitó que se realizaran.

No existe registro alguno de l¿ di'ligencia realizada ante los peritos en

informática de la Coorünación General de Serricios Pericia,les supuestamente

realizada eI veintiocho de abril de dos mil veinte. Al no haber acta alguna de

la entrevista, se desconoce qué actos de investigación se les solicitó que se

realizaran.

a

de

IV.

V.

v-I.

\1I.

VIII.

IX.

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo

Fernanda Perez Gallardo
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x.

xI.

No existe registro alguno de la üligencia realizada ante elementos de Ia Policía

Federal Ministeria,l celebrada el siete de mavo de mil veinte. Al no haber acta

alguna de la entrevista, se desconoce qué actos de investigación se solicitó se

realizaran y a quién se les solicitó.

No eúste registro a-Iguno de la üligencia realizada ante elementos de la Policía

Federal Mi¡isterial celebrada el ocho de mayo de mil veinte. Al no haber acta

alguna de Ia entrevista, se desconoce qué actos de investigación se solicitó se

realizaran y a quién se les solicitó.

Por ello, con fundamento en el artículo 8o de la Constitución General de

la República desde este momento solicitamos a esa Representación Social informe a

esta defensa, de manera fundada y motivada, en qué consistieron cada uno de los

acuerdos, entrevistas y üIigencias antes señaladas y explique por qué motivo no

obran en la carpeta de investigación.

rv. DE LA PROPUESTA DE NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL.

A través de diversos escritos presentados desde el dieciocho de marzo de

dos mil veinte, esta defensa sostuvo y continúa sosteniendo que existen elementos

i¡controvertibles e insuperables que deberían genera.r que el presente asunto se

determine de inmeiliato con una propuesta de No Ejercicio de Ia Acción Pena]. Esto

es así al quedar demostrada: i) Ia inexistencia de dos elementos que integran la

descripción típica del delito investigado; ii) aI actualizarse una causa de extinción de

}a acción penal con motivo de la supresión del tipo; así como iü) la inconstitucionalidad

del tipo penal al intentar remitir el elemento normativo indebidn a conductas

establecidas en lineamientos generales y no en una norma general formal y

materialmente legrslativa.

Es importante insistir que los puntos señalados constituyen causas de

exclusión del delito, las cuales deben estudrarse de oficio, atendiendo a lo dispuesto

por el artículo 17 del Código Penal Federal2o. Esto es así ya que desde el punto de

vista de la doqmática jurídico penal. las causas de exclusión del delito

constituyen el aspecto neqativo del delito. de forma que cuando acontezca

alguna de las hipótesis por virtud de las cuales la ley excluva una conducta

humana considerada como tinica. antijurídica v cuh¡able, no es r¡osible

continuar con la actividad de investisación. Así fue establecido en eI criteno

con rubro y texto siguiente:

20 ''Articulo 1?.- Las causas de exclusión del delito se investigarán v resolverán de oficio o a
petición de parie, en cualqr¡ier estado del procedimiento."
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Epoca: Décima Epoca
Registro: 2015188
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Tipo de Tesis: Aislada
Fuenle: Gacel,a tlel Semanario Judicial cle la Federación
Libro 46, Septiembrc dc 2017, Tomo III
Mal,eria(s): Común, Penal
'l-esis: XV.3o.10 P (10a.)
Página: 1810

.CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN EL AMPARO
INDIRECTO EN NL{TERIA PENAL. PROCEDE SU
ESTUDIO DE FONDO CUANDO EN ELLOS SE EXPRESA
QUE LAS PRUEBAS DESAHOGADAS EN LAAUDIENCIA
INICIAL DEL PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO
EN QUE SE DISCUTE EL AUTO DE VINCULACIÓN A
PROCESO, DEMUESTRAN UNA CAUSA DE EXCLUSIÓN
DEL DELITO,
Tratándose de las hipótcsis en las que la ley slrstantiva
considere que se excluye el delito, es neces¿rrio que en cualquier
estado del ¡irocerlimiento, cb oficio o a petición de parte, el
órgano ilel Estado respectivo (agente del M:inister:io Público u
órganos jurisrliccionales), emita nn pronunciamiento. En
efecto. desde el punto de vista de la doeanática iurídico
nenal las causas de exclusión constituyen el aspecto
negativo del delito. de forma que cuando acontezca
alguna de las hipótesis por virtud de las cuales la lev
excluva una conducta humana considerada como tipica.
antijurídica y cuh¡able. no es dable continuar con la
actividad de investigación o iurisdiccional. según sea el
caso. va que aun de existir. de cualquier manera esa
conducta constitu irá un acto iuridico irrelevante para el
derecho penal. porque ante la actualización de alguna de
esas hipótesis. no se iustifica eiercer el ius r¡uniendi. en
la medida en que la facultad sancionadora del Estado
queda abolida nor la disposición legal que llegue a
concretarse. dependiendo del caso concreto. De modo
que. de darse alguna causa de atipicidad. de iustificación
o de inculnabilidad. cesa el derecho del Estado nara
proseguir con la investiEación, ya sea en la fase judicial
o ministerial. pues la propia norma sustantiva establece
que ante el acaecimiento de alguna de éstas. el delito se
excluve. lo cual iustifica que en cualquier parte del
procedimiento debe analizarse y estudiarse cuando sea
invocada o se descubra de oficio. Por Io que aun cuanclo para
el dictado clc un auto cle vincul¿rción a proceso, como requisitrrs
dc fonclo, solarnente se exige qr.re rk-l los antecedentes de la
investigación cxpucstos por el Ministerio Público, ,se advierl,an
datos de prueba que est¿¡blezcan que se ha cometiclo un hccho
quc la lcy scñala como delito y que exista Ia probabilitlad de quc
el imputado Io cometió o participó en su comisión, [a norma
sustantiva obliga a verificar que no se actualice una causa de

extinción tle la acción ¡renal o excluycntc dcl clelito, ya que

cuando se advierta una hipírtesis por virl;ud de la cual se cxcluya,
el Juez debe dcclararla cle oficio en cualquier fa-se del
procedimiento penal, lo que lógicamcntc incluye la autliencia
inicial clondc se discuta la vinculación a proceso. Por
consiguiente, en el amparo indirccto no deben cleclararse
inatendibles los conceptos dc violación en los que se exprese que

las pruebas desahogailas cn esa aucliencia clcl procctlimiento
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pcnal acusatorio demuest,ran una causa de exclusión dcl dclito,
sino proceder a su examen cle fondo." iÉnlasis Añadido)

TERCER TRIBUNAL COLECTADO DlrL DÉCIMO QUTNTO
CIRCUITO.

Amp aro en revisión 16212017.6 de julio tle 2017. Unanimidad de
votos. Ponente: Gerardo Manucl Villar Castillo. Secretario: Juan
Manuel García Arreguin.

Esl,a tesis se publicó el viernes 29 rle septicmbrc dc 20.1.7 a las
10:38 horas en el Semanario Jurlicial de la l,'ederación.

De acuerdo con Ia transcripción anterior así como del texto del artículo

17 del Código Penal Federal, de darse alguna causa de atipicidad, de justificación o

de inculpabilidad, cesa el derecho del Estado para proseeruir con la
investigación, ya sea en la fase iudicial o ministerial. pues la propia norrna

sustantiva establece que ante el acaecimiento de alguna de éstas, el delito

se excluve. lo cual iustifica que en cualquier parte del procedimiento debe

analizarse y estudiarse cuando sea invocada o se descubra de oficio. En caso

de que se actualice una de estas hipótesis la actividad investigadora del Ministerio

Público no será constitucional, sino que se reducirá a un acto de molestia hostigante

e intimidatorio.

Asimismo, cuando el legislador establece que una figura procesal debe

estuüarse de oficio, aquéI le otorga a Ia misma un carácter preferente, Esto

imnlica que dicha figmra tiene que ser analizada rror todas las autoridades
que intervienen en el proceso previo a que existan afectaciones a la esfera

iuridica del o los imputados. Al respecto aplica, nor identidad juridica. la
jurisprudencia emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la

Nación con rubro y texto siguiente:

Época: Novcna Época
Registro:192973
Instancia: Primcra Sala
Tipo de Tesis: Jurisprudencia
Fuente: Scmanario Judicial clc la Fcdcración y su Gaceta Tomo
X, Noviembre de 1999
Materia(s): Penal Tesis: 1a.lJ. G2199 Página: 316
"PRESCRIPCION, EL JUEZ DD AMPARO DEBE
ANALIZARLA CUANDO SE RECLAMA LA ORDEN DE
APREHENSION. POR SER FIGURA PROCESAI DE
ORDEN PI,ÍBLICO, SU ESTUDIO ES PREFERENTE Y
OFICIOSO.
Al combatir el libramienl,o de una orclcn dc aprchcn-sión como
acto rcclamado en e[ iuicio rle garanl,ias, el queioso está
compareciendo ante los órganos cle la autoridad púlrlica en
rclación con el manriamiento de capl,ura que se est,á reclamanclo
y siendo la prcscripción una figura procesal rle esl,urlio
preferente y oficioso, el Juez de Distrito tiene la obligación
de analizar tanto la legalidad del acto reclamado como
los aspectos de competencia. req¡isitos de
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r¡rocedibilidad. causas de extinción de la acción penal.
etc., obligación que en tratándose del juicio de garantias
en materia penal. es más amnlia. dado que el articulo 76
bis. fracción II. de la Lev de Amparo nreviene la suplencia
de la queja aun la total. en beneficio del reo. es decir. ante
la ausencia de concedtos de violación. por lo que si la
violación alegada en agravio del oueioso. consiste en no
haber cumplido la autoridad responsable con la
obligación de declarar de oficio v aun sin haberse hecho
valer. la extinción de la aceión r¡enal r¡or prescripción. ya
que antes de emitir un mandamiento de captura el Juez
resnonsable. debe percatarse si la acción nenal se
encuentra o no prescrita, en virtud de que. de darse el
rrrimer supuesto. si se libra la orden de aprehensión. el
acto deviene inconstitucional y conforme lo dispone el
articulo 78 de la Ley de Amparo. el acto debe analizarse
tal v como aparezca probado ante la responsable. esto es,
a no allcgarsc de más pruebas que le permit,an conocer los
hechos, que de aquellas que formen partc dc la averiguación
previa. Por ol,ra parl,e, en relación al amparo directo, la propia
Iey de la materia, en su artículo 183, exigc quc cl tribunal srqtla
la dcficicncra de la queja cuando estando prescrita la acción
penal, el c¡uejoso no la ategue; al existir la misma razón iurídica
cn cl amparo indlrecto, no hay obst,áculo para realizar su
esl,udio, sobre todo si lo alega el quejoso y las constancias en que
se apoya cl acto reclamaclo son a¡rtas y suficientes para dicho
exa men." (E n lasis Aiarlirlo)

Contradicción de tesis 61/98. IJnt,re las sustentaclas por el Primer
Tribunal Colegiaclo en Materia Penal del Segurrlo Circuil,o y el
Scgr.rnclo Tribunal Colcgiado dcl Scxto Circuito, 19 cle mayo cle

1999. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario:
Germán Martínez Hernández.

Tcsis de jurispruclcncia 62/99. Aprobada por la Primcra Sala dc
esta Suprema Corte cle Justicia de la Nación, en sesión cle veinte
cle octubre tle mil novecientos novent¿l y nueve, por unanimiclad
de crnco votos tle los señorcs Ministros: presiclcntc l-Iumberto
Romhn Palacios, Juventino V. Castro y Castro, José de Jesír,s

Gudiño Pelayo, ,Iuan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero cle

García Villegas.

El criterio resulta igua-Imente aplicable ya que tanto la prescripción

como Ias causas de exclusión del delito que se analizan en eI presente caso tienen un

carácter preferente y oflcioso que obliga a las autoridades a pronunciarse respecto de

e[as previo a '¿iolentar la esfera juríüca de los gobernados. Aunado a ello, eI

Ministerio Público tiene la misma obligación que los jueces de üstrito de

pronunciarse respecto de estas ñguras en virtud de su carácter como representante

de Ia sociedad y como institución de buena fe.

Ahora, en el asunto que le ocupa investigar no se actualiza la

existencia del suieto activo calificado. ui la calificativa de los recursos como

públicos: ambos elementos exigidos por el tipo penal previsto en los

artículos 217. fracción I v el primero de ellos. en el establecido en el articulo

220. ambos del Códiso Penal Federal.
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Lo anterior es así ya que en términos de la legislación apLicable, los

ejecutivos del Instituto del Fondo Nacional para la Vivienda de los

Trabaiadores ("el INFONAVIT") no ticncn el carácter de servidores
públicos. ni las anortaciones obtenidas. administradas v ejercidas por dicha

,tr
Esta situación solo se ha

corroborado con las úItimas diligencias realizadas por esa Fiscalía General de la

República, como lror eiemplo. con los expedientes laborales va referidos. en

los oue se advierte que su relación laboral está basada en los linearnientos

establecidos rror el articulo 123. apartado A de la Constitución General de la

Rer¡ública.

Por otro lado, dentro de las promociones presentadas por esta defensa2l

quedó establecido que el delito de'uso indebido de atribuciones y facultades previsto

en el artículo 217, &acción II del Código Penal Federal que supuestamente se les

atribuyen a nuestros defendidos quedó suprimido por falta de técnica Iegislativa una

vez que entró en vigor Ia reforma publicarla en eI Diario Oficial de la Federación el

dieciocho de julio de dos mil dieciséis. Lo anterior, ya que el delito accesorio

r¡revisto en la fracción II se volvió incompatible con el elemento normativo

r¡reüsto en el delito principal establecido en la fracción I. Esto es así porque

la configuración de los tipos exige que necesariamente exista un acuerdo previo;

situación que no puede darse si aI servidor público se le castiga por conductas que

exigen un estándar de prueba mucho más alto que para el particular.

En relación con eI tercer punto, debe recordarse que la pretensión de los

denunciantes por acreütar el elemento normativo indebido requerido por Ios tipos

penales previstos en los artículos 217, fracción I y 220 del Cóügo Penal Federal

mediante un reenvío a disposiciones internas de carácter ad.ministrativo es

inconstitucionalgs. Esto es así ya quel en términos de la jurisprudencia de la Primera

Sala de Ia Suprema Corte de Justicia de la Nación!3 las "normas penales en

blanco" deben remitir a otras que tengan el carácter de leves en sentido

forrnal v material. pues cuando sólo reenvian a otras norrnas oue no tienen

ese carácter -como los lineamientos-. ello equivale a delegar a un poder

distinto al leEislativo la rrotestad de intervenir decisivamente en la
determinación del ámbito penal. cuando es facultad exclusiva e indelesable

del Congreso de la Unión lesislar en materia de delitos v faltas federales.

2l Especficamentc la prcscntada el dos dc marzo tle tlos mil veinte.
,: -Llsto fue dcsarrollado cn cl escrito prescntado el veintiséis de {'ebrero de dos mil veinte.
23 Véase la jurisprudcncia con n¡bro: "NORMAS PENALES EN BL{NCO. SON
INCONSTITUCIONALES CUANDO REMITEN A OTRAS QUE NO TIENEN EL CARÁCTER
DE LEYES EN SENTIDO FORMAL Y MATERIAL."
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Estas tres situaciones no variarán con ningun documento.

entrevista o dato de nrueba adicional que Usted r¡ueda recabar. nor más

"exhaustivo" o malicioso que Dretenda ser.

Finalmente, es preciso señalar que tanto de Ia denuncia, como de los

demás registros de investigación que obran en Ia carpeta a su cargo ha quedado

establecido que el INFONA\IIT no se duele del pago que Ie realizó a TELRA REAI.,TY,

S.A.P.I. de C.V. en el año dos mil üecisiete. En ese sentido, entre el INFONAMT v

TELRA REALTY, S.A.P.L de C.V. no existe acción, ni pretensión económica

pendiente derivada de Ia relación juriüca que en su momento existió, sino por el

contrario, dos voluntades unánimes en el sentido de que el lrago c¡ue se le

realizó a TELRA REALTY. S.A.P.I. de C.V. fue legal v definitivo2a. Lo que

Usted y su institución pretenden es llevar al INFONAVIT a incumplir el convenio de

transacción v finiquito, a rebasar los hechos denunciados y a usar esta carpeta como

un medio de presión ilegal disfrazado de una investigación. Fracasaron derivado de

los engaños de los señores EL-MANN ARAZI a sus interlocutores gubernamentales.

Y fracasaron por dos razones: por no haber obtenido la reacción esperada por nuestros

defenüdos, y porque aún de prosperar en sus propósitos, será a costa de un escándalo

internacional. Indepenüentemente de cómo termine este asunto, los objetivos de

secrecía y üscreción en la extracción de los recursos fracasó.

CONCLUSION

En ürtud de lo expuesto hasta este momento, solicitamos

respetuosamente a esa.Fiscalía General de la República se abstenga de continuar

realizando pesquisas ilícitas al margen de la Constitución Federal y la ley y evite

seguir siendo instrumento de esta persecución poütica que lo único que busca es

privar a los señores RAI'AEL y TEÓFILO ZAGA TAWIL de su derecho a Ia propiedad

púvada. Asimismo, por lo que hace a los hechos denunciados, materia de la presente

invesiigación prononga el no eiercicio de la acción nenal al existir elementos

incontrovertibles que claramente revelan que las conductas denunciadas eI üecisiete

de enero de dos mil üeciocho no son constitutivas de deLito.

Por 1o expuesto y fundado,

A UStCd AGENTE DEL MINISTEB,IO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN

atentamente solicitamos:

2't Así se desprende del contrato de trnnsacción cle vcintidós de agosto de dos mil diecisiete.
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